Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 51 minutos) 


Damos la bienvenida al Presidente del Banco de la República, economista Fernando Calloia, 
a quien hemos invitado para hablar sobre las pautas y los resultados que se han obtenido con relación 
al endeudamiento. 


Aclaro que esta citación se había hecho con anterioridad, pero por problemas de salud del 
Presidente del Banco de la República, no pudimos hacerla efectiva en aquella oportunidad. Con 
posterioridad, la Presidencia tuvo la intención de citar nuevamente, pero Legisladores del interior nos 
manifestaron que les era imposible comparecer. Por todo ello, tuvimos que adecuarnos a esas 
realidades y hoy estamos reunidos para tratar estos temas. 


Al mismo tiempo, la Presidencia informa a los señores Legisladores que luego de que se 
retire el economista Calloia, tendríamos que considerar otros asuntos. 


Tiene la palabra el señor Presidente del Banco de la República. 
SEÑOR CALLOIA.- Buenos días para todos. 


Como es sabido por los señores Legisladores -la propia existencia de esta Comisión así lo 
indica- el endeudamiento de la ciudadanía, que involucra a sectores productivos y personas en 
general, ha sido un tema recurrente, en última instancia, por su significación. 


Me gustaría hacer una pequeña introducción y luego pasar a analizar los resultados que 
hemos tenido respecto a la aplicación de las pautas de endeudamiento, que es el nombre como se 
conoce a la resolución del Banco de la República. 


En primer lugar, quiero decir que este es un tema de larga data, que no surgió en los últimos 
años y que se ha tratado en forma sistemática a partir de la suma agregada de resoluciones. 


Me tomé el trabajo de resumir las resoluciones que se tomaron en términos de 
refinanciaciones, postergaciones de pago o beneficios a los deudores del sector agropecuario, desde 
1995 a la fecha. En ese sentido, resumí 42 decisiones de refinanciación que se adoptaron en 10 años. 
Estamos hablando de cuatro refinanciaciones o postergaciones de pago en promedio por año, lo que 
hace que este asunto, además de ser de endeudamiento, también signifique un problema de manejo, 
porque se tomaron decisiones en forma agregada, sumando resoluciones, buscando por esa vía 
resolver un problema que no tuvo una solución real. 


Como conocen los señores Legisladores, aquí no solamente está involucrada una 
problemática de endeudamiento, sino también intereses económicos muy importantes para este país. 
Por lo tanto, considerar los intereses económicos para nosotros es un tema tan importante como la 
solución misma al problema. 


Cuando se habla de montos de deudas que están ubicados en los U$S 1.100:000.000, el 
problema tiene tal magnitud que, si se adoptan decisiones en un sentido, pueden significar un beneficio 
millonario en dólares para muchos, y si se adoptan en otro, pueden ocasionar un perjuicio, también 
millonario en dólares, para otros. 


En consecuencia, este es un problema en el que el beneficio económico que puede resultar 
de la aplicación de criterios de refinanciación, es muy importante tomarlo en cuenta y no puede ser 
soslayado. Aquí los beneficios, en términos de una u otra política de refinanciación, son millonarios en 
dólares para los deudores individualmente considerados y, por lo tanto, no pueden ser obviados en el 
análisis. Por lo tanto, quiero destacar esto, porque después vamos a ver, según creo, cómo estos 
aspectos están influyendo en las decisiones que se vienen tomando. 


Decíamos, entonces, que la solución al problema del endeudamiento fue tomada en forma 
agregada en los últimos diez años sin atacar efectivamente el problema y sin especificar medidas que 


atiendan a la solución final del tema del endeudamiento. Por otra parte -también hay que reconocerlo- 
la situación económica del país hasta el año 2003, y en particular para el sector agropecuario y para la 
economía en su conjunto, no fue la mejor. Sufrimos la crisis del real, después padecimos la caída 
abrupta de los precios de las materias primas -fundamentalmente de los sectores agropecuarios- y 
también sufrimos un proceso económico, básicamente desde el año 2000, que no ayudó a encontrar 
una salida al problema del endeudamiento. Cualquier salida que se busque en este sentido implica, 
necesariamente, que los deudores puedan hacer frente a parte o a la totalidad de su deuda, y si la 
situación económica o internacional no ayuda, esto no se viabiliza. Solamente hay soluciones viables 
si la economía del país funciona razonablemente bien. Es muy difícil que existan soluciones al 
problema del endeudamiento si la economía funciona regular o mal, como efectivamente funcionó de 
2000 a 2003, en una situación de recesión continua y de caída de los precios internacionales, además 
de fenómenos adversos, como pudo haber sido la crisis de la aftosa. 


Entonces, ese es el marco en que se empezó a trabajar en el año 2005 respecto del 
endeudamiento de los distintos sectores de actividad, y el primer documento que tenemos respecto de 
la política que se va a seguir con los deudores es el que se conoció como las pautas del Ministerio de 
Economía y Finanzas. Son pautas que fueron aprobadas el 17 de mayo y hablan, básicamente, de un 
conjunto de medidas que se pueden resumir en las siguientes: política caso a caso; transparencia y 
ejecutividad en el tratamiento de la deuda; considerar el historial de pago del cliente; atender a las 
características del sector de actividad; fijar un tope máximo de U$S 250.000 para el tratamiento dentro 
de estas pautas, e identificar, entonces, a los deudores contumaces de los que se endeudaron 
trabajando, de pequeños deudores, aplicando políticas diferenciales para cada uno de ellos. 


En base a estas pautas, el Banco de la República adoptó su primera resolución en junio de 
2005. Esta resolución de tratamiento de los deudores fue ampliamente discutida por todos los agentes 
involucrados y terminó con un documento que sirvió de base para la discusión entre el señor 
Presidente de la República, las distintas gremiales agropecuarias y quien habla -a invitación del 
Presidente de la República- en el mes de octubre de 2005. Ese documento, que se conoce como base 
global del acuerdo, redactado y apoyado por la mayoría de las gremiales agropecuarias, consideraba 
una serie de puntos. 


Estos puntos que fueron discutidos en esa reunión, se conocen como “flexibilizaciones” que el 
Banco de la República iba a adoptar respecto de la resolución de junio de 2005. Entonces, la 
resolución del 22 de setiembre -que es la que hoy está vigente- se corresponde con la de junio de 
2005, con las flexibilizaciones que resultaron de la discusión con las distintas gremiales agropecuarias. 
En esa reunión, en la cual estuve presente, efectivamente, las gremiales agropecuarias acordaron los 
términos en los que se ¡ba a tratar la situación del endeudamiento de los distintos agentes. 


A continuación voy a hacer especial referencia a cada uno de los puntos para que los 
señores Legisladores puedan tener idea de cuál es el planteo de las gremiales. 


En primer lugar, se hace referencia al recálculo de la deuda, y en ese sentido se decía que 
se hará a la fecha de suscripción original, y cuando el documento de adeudo sea anterior al 1% de 
enero de 1999, la actualización será a partir del saldo de la deuda a esa fecha. O sea que quedó 
saldada la diferencia que existía entre las gremiales, el Banco de la República y el propio Presidente de 
la República respecto a cuánto se iba a ir hacia atrás para hacer el recálculo de la deuda. 


A su vez, se agregaba que sin perjuicio de este hecho se deberán tomar en cuenta, 
particularmente, los créditos en canasta que vieron incrementado su valor de deuda en forma 
desproporcionada. Básicamente, estamos haciendo referencia a que los créditos que se concedieron 
en canasta en la década del noventa implicaron un reajuste en el valor del capital, superior al que 
hubieran tenido si se hubieran tomado en dólares. Es muy discutible saber si ese es un procedimiento 
adecuado, porque para muchos el crédito en canasta es el mejor que puede obtener un productor 
porque recibe litros de leche y paga litros de leche, recibe kilos de carne y paga kilos de carne o recibe 
toneladas de trigo y paga toneladas de trigo y, por lo tanto, no está sujeto a ninguna variación 
cambiaria o a hechos ajenos a su propia actividad. Sin embargo, lo cierto es que si hacemos un 
análisis en términos históricos, vemos que los créditos en canasta implicaron un costo adicional para el 
productor, que si hubiera estado endeudado en dólares. Entonces, el Banco aceptó la propuesta de 
considerar en forma especial aquellos créditos de productores agropecuarios que habían sido tomados 
en canasta. 


El segundo punto se refiere a extender el beneficio a deudores vigentes. Lo que sucede es 
que los planteos siempre aludieron a los deudores con deudas vencidas, pero nunca se han ofrecido 


beneficios a los deudores vigentes. Por tanto, el Banco de la República incorporó una norma que los 
atiende. Insisto en que estoy hablando del planteo que realizan, fundamentalmente, las gremiales 
agropecuarias. 


El tercer planteo que realizan estas gremiales se refiere a considerar a aquellos deudores 
cuyo monto de capital adeudado supere los U$S 250.000. Esto fue incorporado como una de las 
flexibilizaciones a la circular del Banco de la República. 


El cuarto punto aludía a priorizar la concreción de un acuerdo entre los acreedores y los 
deudores, y en ese sentido se planteaba que no debería ser excluyente la exigencia del pago de 
intereses a la fecha de la concreción del acuerdo. Esa también fue una de las llamadas flexibilizaciones 
que incorporó el Banco de la República en su circular del 22 de setiembre. 


El quinto punto tenía que ver con que el plazo de diez años no debería ser estricto, y esa 
también fue una flexibilización que se incorporó en la resolución del 22 de setiembre. 


Por último, se hablaba de que el productor refinanciado debe tener acceso al crédito del 
Banco de la República y se deben considerar como computables algunas garantías tales como la 
futura cosecha o la prenda de ganado. En ese sentido, van a ver, cuando termine mi exposición, que, 
efectivamente, los productores que fueron regularizando su situación, fueron volviendo al Banco como 
productores sujetos de crédito, y hoy dejaron de estar en la cartera del fideicomiso para estar en la del 
Banco. 


Básicamente, esos fueron los planteos que las gremiales agropecuarias hicieron al Banco de 
la República, respecto de la resolución de junio y esas flexibilizaciones, como se las conoció, fueron 
las que se incorporaron a la resolución del Banco del 22 de setiembre. Entonces, luego de considerar 
las pautas MEF del Poder Ejecutivo -como se las conocen- y de estudiar las respuestas de las 
gremiales agropecuarias al planteo del Banco de la República en la resolución de junio, llegamos a la 
resolución del 22 de setiembre, que es la que hoy está vigente. 


Vamos a esquematizar esa resolución, que habla de pequeños y medianos deudores, para 
que tengan una idea clara de cuál es la situación a la que nos estamos refiriendo. Cuando hablamos de 
pequeños deudores, nos referimos a aquellos con saldos menores a U$S 15.000 de capital. 
Entendimos que este era un segmento que comprendía a muchísimos deudores y que había que dar 
una respuesta rápida, porque aquí estamos hablando de muchos deudores, que si bien 
mayoritariamente están incluidos en la categoría de personas, muchos de ellos son pequeños 
productores o pequeños clientes industriales o empresariales del Banco. Por esa razón, era de utilidad 
para el Banco, tener una respuesta rápida a esta problemática y una solución rápida al problema de la 
deuda, de manera de liberar lo más rápidamente posible, a estos deudores del peso del 
endeudamiento. 


Entonces, consideramos prioritario atacar el tema de los pequeños deudores -esa fue una 
decisión estratégica del Banco- y les dimos mejores condiciones que las que ofrecían las pautas MEF 
del Poder Ejecutivo. ¿Qué quiere decir mejores condiciones? Implican que a estos deudores que 
deben hasta U$S 15.000 de capital, no se les considera intereses de ningún tipo desde el momento 
que contrataron la deuda. O sea, estamos hablando de la deuda original sin intereses corrientes -no de 
mora- a la que se la bonifica en un 50% en caso de su pago al contado. Es decir que un deudor que en 
el año 2000 pidió U$S 10.000 y recibió esa suma en efectivo, hoy cancela su deuda con U$S 5.000. 
Esta es la propuesta que se le hizo a los pequeños deudores y que ha tenido -como vamos a ver- una 
respuesta muy favorable. 


¿A qué apuntaba, básicamente, esa situación? A que era imperioso resolver rápidamente la 
situación de esos deudores y que efectivamente se reintegraran a la actividad productiva lo más rápido 
posible, en condiciones de poder retomar la producción sin que el endeudamiento significara un 
problema para ellos. 


Entonces, se aplicó esa medida y, como luego veremos, encontramos gran receptividad. Es 
más, personalmente, puedo decirles que en los casos que me ha tocado actuar por una u otra situación 
excepcional, he encontrado un agradecimiento impresionante, porque los deudores consideran que 
una bonificación de este tipo les resuelve realmente el problema. 


Las pautas del Gobierno actualizaban las deudas al 6,5% y nosotros ni siquiera lo 
consideramos. Por eso, hubo algunos comentarios en la última reunión de la Comisión de 
Endeudamiento Interno, donde concurrió el Director Cladera, que decían que habíamos eliminado el 
concepto de mora en estos deudores y, por lo tanto, podía interpretarse que se les estaba aplicando 
tasa de mora. En realidad, eliminamos el concepto de tasa de mora en la redacción, sencillamente, 
porque como no se consideran los intereses corrientes, mucho menos se tienen en cuenta los 
intereses de mora. Entonces, es muy importante conocer las normas antes de hacer manifestaciones 
que pueden afectar el interés de estos deudores en encontrar una solución. 


Luego, tenemos los deudores medianos de hasta U$S 250.000. Una de las flexibilizaciones - 
la cual también se aplica a los deudores mayores- básicamente implica la posibilidad de una 
cancelación contado -como se establece en las pautas del Ministerio de Economía y Finanzas- con una 
quita de hasta un 20% y una refinanciación de sus deudas con plazos que van hasta diez años en 
dólares y hasta doce en Unidades Indexadas, a la tasa normal que el Banco financia a sus clientes en 
la actualidad. Esto es muy importante porque normalmente cuando uno va a solicitar un crédito de 
mediano o largo plazo, como son estas refinanciaciones, en el Banco de la República o en cualquier 
intermediario financiero, se le recarga una prima por plazo. No es lo mismo un crédito a 60 días, 90 
días o a un año, que un crédito a diez años, en términos de tasas de interés. Todos los créditos a largo 
plazo tienen una tasa mayor y, de hecho, la tasa de interés de los Bonos del Gobierno varía 
significativamente con el plazo. En este caso, se le aplica a los deudores la tasa del Banco de la 
República para clientes normales a corto plazo. Por lo tanto, es una tasa mejor que la que podría 
obtenerse en el propio Banco de la República con un financiamiento a mediano plazo para inversiones 
en el día de hoy. Entonces, en ese sentido, hay un tratamiento preferencial para estos clientes con 
respecto del financiamiento de la deuda. 


Además de los diez o doce años, se incorporan todas las flexibilizaciones que habíamos 
mencionado. Es decir que cuando el deudor, efectivamente, no tenga un programa de pagos que le 
permita hacer frente a su deuda en los plazos pactados, se podrán considerar plazos diferentes, como 
excepción. La norma es que, básicamente, el endeudamiento debe resolverse en un período de diez a 
doce años, como máximo, pero cuando el deudor no pueda hacer frente a la deuda en ese período - 
estamos hablando de un deudor con dificultades excepcionales- en la mayoría de los casos se 
atendería, no estrictamente alargándole el plazo, sino buscándole algunos otros beneficios que 
impliquen, en forma efectiva, que pueda hacer frente a su deuda dentro de ese período, a través de la 
reducción de la tasa de interés o del capital adeudado. 


Nosotros no creemos que uno de los planteos que se hacía -pero que nunca fue formalizado- 
de elevar el plazo de financiamiento a 20 años, sea una real solución al problema de la deuda. ¿Por 
qué no creemos eso? 


Porque cuando el deudor no calza dentro de una financiación a diez años y su situación de 
endeudamiento es tan extrema, es necesario aplicar otras medidas para que pueda, efectivamente, 
reinsertarse en la actividad productiva y tener éxito. Entonces, para eso hay que aplicar otro tipo de 
medidas, como pueden ser quitas de capital o reducción de intereses que habiliten que el deudor 
pueda integrarse a la actividad económica. Lo que nosotros estamos haciendo en ese caso es aplicar 
quitas excepcionales al capital que se incorpora en cada una de las cuotas a pagar dentro de esos diez 
años. Si el deudor paga la cuota en fecha, esa quita adicional se concreta; de lo contrario, no. Por 
ejemplo, a una persona que debe U$S 100.000 y no puede pagar la deuda en los diez años, se le 
reduce la deuda a U$S 70.000. No se le da esa diferencia de U$S 30.000 de bonificación, sino que se 
distribuye dentro de los diez años. Entonces, se le dice al deudor que si paga en fecha un año, se le 
bonificarían U$S 3.000 por año, de tal forma que éste tiene, como contrapartida de esa quita adicional, 
la exigencia de pagar en fecha sus obligaciones, para lo cual su programa de pago implica que pueda 
hacer frente a esa deuda en diez años. Por tanto, le estamos exigiendo al deudor un compromiso de 
puntualidad a cambio de una reducción de su deuda a la que no podía hacer frente en los períodos 
pactados en las normas de refinanciamiento. Nosotros consideramos que es muy importante integrar al 
deudor a los planes de hasta diez o doce años, porque pensamos que ese debería ser el plazo máximo 
en el cual el deudor podría hacer frente a su deuda, y si no puede hacer frente a su deuda en diez 
años, entonces efectivamente estamos ante un problema de endeudamiento más grave que el que se 
pueda resolver a través de la concesión de plazos. 


La norma básicamente incorporaba esos dos tipos de deudores y también integraba, dentro 
del capítulo de las excepciones, a tres de ellas, lo cual se entiende como flexibilizaciones en la 
negociación con las distintas gremiales agropecuarias. La primera de esas excepciones está 
representada por los pequeños deudores sobreendeudados. Entendíamos que cualquiera fuera la 
situación de los pequeños deudores, se debería buscar algún camino alternativo si éstos no pueden 


hacer frente a su deuda bajo ningún programa de pagos, ni siquiera aumentándoles el plazo tanto 
como uno quisiera. O sea que lo que nosotros percibimos es que existen pequeños deudores que no 
pueden hacer frente a la deuda, cualquiera sea el plan de pago que se le brinde. 


Entendemos que estos pequeños deudores sobreendeudados deben de tener un tratamiento 
absolutamente excepcional, ya que es muy importante que permanezcan en su actividad productiva, 
realizándola como elemento central de su vida social y económica. Entonces, una de las excepciones 
implica que aquellos pequeños deudores sobreendeudados que tengan dificultades para hacer frente al 
servicio de la deuda, podrán recibir un tratamiento diferencial en términos de quitas o tasas de interés. 
Estamos hablando, por lo tanto, de que hay un conjunto de pequeños productores sobreendeudados 
que no se van a enmarcar dentro de lo que son las pautas de la circular del Banco, dado que no calzan 
dentro de ellas, por lo que se les brinda una solución que, básicamente, atiende a que este deudor siga 
existiendo como tal. 


Aquí el porcentaje de quitas no está ni siquiera limitado al 50%, sino que incluso hasta puede 
ser mayor a esa tasa en la medida que sea totalmente justificado. Hay muchos casos, que estamos 
tratando en el Banco, que se resuelven por esta vía. 


La otra flexibilización de la que he hablado algo tiene que ver con aquellos deudores que han 
pactado su deuda en Unidades Indexadas de algún tipo en los años noventa y vieron que se 
incrementaba más allá de lo que es la deuda que correspondería si se hubieran endeudado en moneda 
extranjera. Entonces, la segunda excepción es considerar este tipo de endeudamientos, por lo que 
aquellos medianos deudores, con deudas pactadas originalmente en valores indexados que hubiesen 
suscrito acuerdo de pagos a tasas de actividad y sin quitas, que hubiesen demostrado voluntad de 
pago y estén con dificultades para hacer frente al servicio de la deuda, podrán beneficiarse de una 
quita adicional de hasta el 15% del saldo adeudado. 


¿Qué quiere decir esto? Nosotros hicimos un análisis de una muestra de deudores en 
Unidades Indexadas en los años noventa y vimos que, promedialmente, los productores endeudados 
en dichas Unidades se habían perjudicado, respecto de los productores endeudados en dólares, en 
aproximadamente un 15% en el valor de su deuda. Por lo tanto, para hacer un procedimiento de rápida 
aplicación, lo que hicimos fue que a todos aquellos endeudamientos en Unidades Indexadas los 
bonificáramos en un 15%, es decir, le aplicamos una reducción de la deuda de ese porcentaje tratando, 
justamente, de igualar las condiciones con respecto a los endeudados en moneda extranjera. Eso nos 
pareció a nosotros una solución sumamente eficiente para resolver esta problemática sin desarrollar 
mayores cálculos. 


Como los señores Legisladores saben, es un tema bastante complejo el de las deudas que 
tienen un período del orden de los 15 a los 20 años. Este también era un planteo hecho por las 
gremiales agropecuarias que se concretó, entonces, en esta resolución del Banco de la República. 
Aclaro que lo que estoy leyendo son las resoluciones del Banco de la República, a fin de que los 
señores Legisladores sepan que esta es la norma que se está aplicando para el tratamiento de los 
deudores. 


La tercera flexibilización refiere a la consideración de solicitudes de deudores con 
endeudamientos superiores a los U$S 250.000. 


En definitiva, con estas tres excepciones y las vinculadas a los plazos y los pagos previos 
para poder refinanciar, el Banco de la República estaba dando cumplimiento a lo acordado con las 
distintas gremiales y con el Presidente de la República en la reunión que mantuvimos en agosto de 
2005. 


No obstante, quedaba un último aspecto a resolver, el cual estaba fuera de la temática de las 
pautas de endeudamiento, referido al tratamiento a los deudores vigentes. Entonces, el Banco de la 
República resolvió que los deudores con deuda vigente se pudieran beneficiar en una categoría de 
riesgo por año, de tal forma de que percibieran que el costo financiero de su endeudamiento nunca iba 
a ser superior al costo financiero que podría tener una deuda refinanciada. De esa forma, se 
trasladaban los beneficios al buen pagador y se estimulaba el pago de las deudas, como elemento 
central de una política de recuperación de créditos del Banco de la República. Entonces, es una 
resolución del Banco de la República con la cual se contemplan todos los planteos realizados en su 
momento. 


Esa resolución fue tomada el 22 de setiembre, y con ella se esperaba contar con una 
elevada adhesión de parte de los deudores, ya que se entendía que la resolución original había sido 
flexibilizada en todos aquellos aspectos que, efectivamente, habían sido propuestos por las distintas 
gremiales agropecuarias, y ciertamente vemos que ese planteo fue exitoso. El número potencial de 
deudores con atraso a diciembre de 2004 -esto es, aquellos que podían presentarse a estas pautas- 
fue identificado en 70.383. Quiere decir que los deudores con atraso al 31 de diciembre de 2004 que 
estaban en condiciones de presentarse a las pautas dictadas por el Banco de la República, eran 
70.383. Eso hace a los U$S 1.100:000.000, aproximadamente, de deuda. Hemos recibido más 
solicitudes que las que voy a señalar, pero lo que ocurre es que muchos se presentaron con deudas al 
día o, simplemente, no correspondía que se presentaran. Es así que las que efectivamente quedaron 
amparadas fueron, exactamente, 9.600, lo cual representa el 14% del total de deudores. En tal sentido, 
podría concluirse que el 14% es un porcentaje muy bajo y que, por lo tanto, no debería considerarse 
como un resultado exitoso desde el punto de vista de la recepción de solicitudes. Esa es la lectura 
agregada, y es correcta. Sin embargo, tenemos una apertura por sector de actividad, esto es, los 
deudores agropecuarios, los deudores de las empresas y los pequeños deudores, siendo estos 
últimos, fundamentalmente, los de carácter personal o minoristas, tal como se los denomina en la jerga 
bancaria. Lo que sabemos, efectivamente, es que dentro de los deudores con atraso del sector 
agropecuario, se presentó a las pautas el 73%, y dentro de los pertenecientes al sector empresarial, lo 
hizo el 76%. Entonces, básicamente estamos hablando de que en el sector agropecuario y en el 
empresarial, la recepción o aceptación de las pautas fue del orden de las tres cuartas partes de los 
deudores con atraso. 


Ahora bien; donde sí encontramos una bajísima presentación fue en el sector de personas. Si 
bien no hicimos una encuesta al respecto, sí consultamos a nuestros Gerentes y pudimos saber que, 
en general, los deudores considerados de tipo personal no se sintieron abarcados por las pautas y ni 
siquiera entendieron que estas contemplaban su situación de endeudamiento. Por lo tanto, a los 
deudores personales -o minoristas, como también se los considera- les estamos brindando un 
tratamiento diferencial, de forma que se viabilice su presentación al Banco, para lo cual se los trata 
como si se hubieran presentado a las pautas, a pesar de que no lo hicieron debido a su desinformación 
con relación a las soluciones que ofrecía el Banco de la República. 


Por consiguiente, consideramos que la presentación a las pautas ha sido exitosa porque ha 
abarcado, fundamentalmente, a los deudores de los sectores agropecuarios y empresariales, aunque 
solamente al 8% de los deudores personales. En este último caso sí tenemos un déficit importante, 
pero quiero destacar que no es donde se concentran, en general, las críticas que se le hacen a esta 
presentación de pautas. 


Asimismo, un aspecto que por lo menos en lo personal me llamó la atención, es la continua 
existencia de críticas y de observaciones al desempeño de esta propuesta de refinanciación. 
Inmediatamente al vencimiento del plazo para la presentación a las pautas, comenzaron las críticas y 
también empezaron a surgir nuevas propuestas de refinanciación. 


Al respecto, quiero dejar en claro algo de lo cual estoy totalmente convencido: si los 
deudores no tienen claro que esta es la última solución y, en cambio, piensan que en el futuro habrá 
otra que les otorgue mayores beneficios, nadie va a encontrar nunca una circular que resuelva el 
problema de la deuda. Por lo tanto, me parece que si recorremos todos los artículos de prensa que 
hablan al respecto -la verdad es que tengo editados todos los artículos publicados en los últimos seis 
meses con respecto al endeudamiento, criticando la solución lograda- nos damos cuenta de que las 
soluciones no se van a concretar nunca como exitosas. Es decir, si se aprueba una norma y antes de 
que venza el plazo para resolver la primera situación ya se está diciendo que se va a presentar una 
nueva ley con beneficios mayores, sin duda nos encontramos ante el principal argumento que va a 
hacer fracasar cualquier política de refinanciación que se plantee en cualquier ámbito. Esto me parece 
muy importante. 


Por otra parte, hay que recordar que la presentación a las pautas que vencía el 30 de 
setiembre se prorrogó por 30 días, es decir, hasta el 31 de octubre, y después de esta última fecha el 
deudor disponía de 30 días para completar la información que se le requería; o sea que estamos 
hablando del 30 de noviembre. Asimismo, en el caso en que el Banco notificara en forma inmediata la 
deuda -lo cual no sucede con los deudores medianos, porque la deuda se recalcula- se otorgaban 45 
días adicionales a esos deudores, para que se pudieran acoger a uno de los beneficios, ya sea la 
cancelación contado o el pago refinanciado. En consecuencia, estamos hablando de que un productor 
medio podía resolver su situación el 15 de enero de 2006, como punto de partida, en virtud de todos 
estos plazos concedidos a los deudores. Debido a esto, insisto: un deudor que utilizara los plazos 
normales que se le daban a cualquier deudor, podía resolver su situación de endeudamiento el 15 de 


enero de 2006. Entonces, resulta lógico que, por ejemplo, con lo que se publicó ayer con respecto al 
Banco Central, la información al 31 de enero de 2006 no diera resultados favorables, porque además 
de iniciarse el proceso de refinanciación en esa fecha, todos sabemos que enero es un mes de baja 
actividad, incluso para pagar las deudas morosas. Por tanto, creo que esa información debe ser 
tomada como corresponde. 


Decíamos que, para nosotros, fue una muy buena presentación, en cuanto a las pautas, el 
endeudamiento de los sectores agropecuario y empresarial, y a partir de ese momento empezamos a 
trabajar. Es claro que cuando se percibe que hay que trabajar sobre 10.000 deudores, es necesario 
definir una estrategia específica, dada la envergadura de la tarea. Entonces, obviamente, durante el 
último trimestre del año 2005, el Banco de la República estuvo trabajando en la creación de comités 
especiales y mecanismos tendentes a resolver la problemática de estos deudores. Por lo tanto, 
podemos decir que a partir del año 2006 -cuando se completó la información de deuda de los 
deudores- empezamos a trabajar concretamente y de manera eficiente. 


Pasamos entonces al mes de abril de 2006 y, precisamente, como hacemos un cierre mes a 
mes, la última información que tenemos disponible es de esa fecha. Quiero destacar que, dado que los 
deudores podían empezar a cancelar su endeudamiento el 15 de enero, al 30 de abril del corriente año 
se desarrolló un trabajo de tres meses y medio, para una situación de endeudamiento que se ha venido 
arrastrando desde los últimos diez años. 


Se habían amparado 9.600 solicitudes a las pautas propuestas por el Gobierno. Al 30 de 
abril, un 33% de ellas fue regularizado, lo que significa una tercera parte del total, en un período de tres 
meses y medio y, por nuestra parte, consideramos que este hecho es sumamente alentador. 
Evidentemente, ese porcentaje del 33% hay que abrirlo por sector de actividad, porque en general las 
situaciones son muy distintas. 


SEÑOR PERDOMO.- Perdón por la interrupción, pero quisiera saber a qué se llama “regularización”. 
¿Acaso significa cancelación? 


SEÑOR CALLOIA.- A eso me voy a referir a continuación, pues tengo previsto señalar cómo se 
regularizó cada una de las situaciones. 


En definitiva, de un total de 9.600 casos, fueron regularizados 3.174, lo que constituye 
exactamente un 33%, como hemos dicho. Esa regularización abarcó el 31% de los clientes del sector 
agropecuario, el 26% de los clientes del sector empresas y el 37% del sector personas y minoristas. O 
sea que, en lo que respecta a la regularización de la situación de endeudamiento, no hay demasiadas 
diferencias entre los distintos sectores de actividad. 


Atendiendo, ahora sí, a lo que me preguntaba el señor representante Perdomo, señalo lo 
siguiente. Dentro del capítulo de las regularizaciones, existen tres grandes aperturas, podríamos decir, 
que son: las regularizaciones por pago contado o cancelaciones de deuda; las regularizaciones por 
convenios, y las regularizaciones por venta de créditos. Un 79% de las regularizaciones corresponde a 
pago contado de la deuda, lo que también presenta una gran similitud en los distintos sectores; 
concretamente, en el agro, el porcentaje fue de un 76%, mientras que en el sector empresas y en el de 
las personas, los porcentajes se situaron en un 77% y en un 81% respectivamente. A su vez, las 
regularizaciones por convenios abarcaron 663 casos, mientras que por venta de créditos un 14%. 
Entonces, la mayoría de las regularizaciones, reitero, correspondieron a pago contado, lo que también 
indica que esta propuesta de dar efectivamente resolución al problema de la deuda por la vía de 
brindar importantes quitas, ha resultado ser bastante eficiente. 


SEÑOR PÉREZ.- ¿Fueron 660 casos por convenio? 


SEÑOR CALLOIA.- De los 3.174 casos regularizados, 2.497 son contado, 663 por convenios y 14 por 
venta de créditos. 


SEÑOR PERDOMO.- La venta de créditos es a terceros, ¿verdad? 


SEÑOR CALLOIA.- Exactamente. 


Estábamos hablando de cantidad de casos, pero cuando se hace un tratamiento caso a caso, 
la cantidad de casos son cantidad de problemas. Ahora bien, no siempre la cantidad de problemas 
implican cantidad de deuda. 


SEÑOR ALFIE.- ¿Cúantos millones ... 


SEÑOR CALLOIA.- En deuda los porcentajes son algo inferiores, porque en estos tres meses, de las 
9.600 solicitudes amparadas, que abarcan U$S 321:000.000, hasta abril de 2006 se había dado 
regularización a U$S 57:000.000, es decir, al 18% del endeudamiento en términos de solicitudes. 


Esa regularización alcanza al 21% en el sector agropecuario, al 14% en empresas y al 23% 
en personas. Entonces, lo que estamos viendo es que en empresas, el peso relativo de la 
regularización es menor, sencillamente, porque hay endeudamientos muy importantes del sector que 
impactan decisivamente en el monto total. Por lo tanto, la resolución al problema de las empresas ha 
sido inferior, en términos de montos, al de los sectores del agro y de personas. 


En definitiva, ya sea por las solicitudes presentadas en setiembre -que, como decíamos, 
abarcaban a las dos terceras partes de los sectores agropecuario e industrial- por la cantidad de 
clientes regularizados en estos cuatro meses del año 2006 -que abarcan a la tercera parte del total- o 
por los montos regularizados -que alcanzan aproximadamente al 20% del total- consideramos que, si 
bien no podemos hablar de éxito o de fracaso, la situación del problema del endeudamiento en estos 
cuatro meses ha sido alentadora, es decir que vamos trabajando en el sentido de ir resolviendo 
gradualmente los problemas. Quiero especialmente destacar el hecho de que en el Banco de la 
República y el fideicomiso financiero, también tuvimos problemas para encarar el tratamiento de estos 
deudores. La negociación con los deudores implica, como responsabilidad del Banco de la República, 
informar la deuda actualizada a una tasa de interés que no está pactada en los documentos de 
adeudo; por lo tanto, el recálculo de la deuda se vuelve extremadamente complejo, sobre todo en 
aquellos clientes que tienen un comportamiento que implica muchos pagos en el año. Por ejemplo, hay 
clientes del sector lechero que reciben pagos mensuales por parte de CONAPROLE, y por lo tanto hay 
que reliquidar la deuda en doce pagos anuales en un período que va de 1999 a 2005, lo que es 
altamente difícil de calcular y no se puede hacer de un día para otro. 


SEÑOR ASTI.- ¿Me permite una interrupción, señor Presidente? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo conveniente que las preguntas que deseen formular los señores 
Legisladores las realicen luego en forma conjunta, para que el señor Presidente del Banco pueda 
contestarlas todas juntas. De cualquier manera, los señores Legisladores tienen derecho a solicitar 
interrupciones. 


SEÑOR ASTI.- En el razonamiento que está esbozando el señor Presidente del Banco de la República, 
se nos dice que van tres meses y medio. ¿pero qué pasa con el 67% de las solicitudes que todavía no 
han sido tratadas? Hago la consulta porque parecería que este es el resultado final. 


SEÑOR CALLOIA.- Como decía, esto es solamente un indicador que nos alienta a pensar que la 
solución va a ir abarcando gradualmente a la totalidad de los deudores, pero hemos trabajado en un 
período muy breve. 


Ahora me gustaría hacer referencia a las dificultades que hemos tenido para trabajar, que no 
solamente provienen de los deudores, pues tanto el Banco de la República como el fideicomiso 
financiero también han tenido problemas en cuanto a cómo tratar a esos deudores. Por ejemplo, 
hemos tenido dificultades para el cálculo eficiente de la deuda en tiempo y forma. Tenemos calculada la 
deuda sin intereses de todos los pequeños productores, por lo que, si se acercan al Banco con su 
cédula de identidad, se les muestra la deuda en el momento y pueden resolver el problema en el acto. 


Esto es lo que ocurre con los pequeños productores, que no tienen un recálculo de deuda -lo 
que fue hecho a propósito para resolver el 90% de las solicitudes, que no implican un gran valor de 
deuda- pero no con los medianos y grandes deudores, que suponen un problema realmente complejo 
desde el punto de vista del recálculo de la deuda, que no se hace de un día para el otro. 


SEÑOR MUJICA.- Del universo inicial de 70.383 deudores atrasados al 31 de diciembre de 2004, no 
tenemos la separación por sector agropecuario, empresa y personales; sí tenemos los porcentajes 
posteriores, es decir, los amparados, pero no la cantidad de dónde surgen. 


SEÑOR CALLOIA..- Si el señor Legislador lo desea, luego puedo entregar esas cifras. 


Como venía diciendo, en el agro se presentaron 2.693 solicitudes, de un universo de 3.678 
deudores con atraso al 31 de diciembre de 2004; de las empresas se presentaron 2.053 solicitudes, de 
un universo de 2.688 de deudores con atraso, y en el caso de las personas minoristas, se presentaron 
4.854 solicitudes, de un universo de 64.017 deudores con atraso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si a los señores Legisladores les parece conveniente, la Presidencia propone 
incorporar este documento a las actas de esta sesión. Asimismo, le solicitaremos a la Secretaría que 
haga un repartido para cada Legislador, de manera que todos cuenten con la información. 


SEÑOR CALLOIA.- El tratamiento de una cantidad muy importante de deudores implicó un esfuerzo 
muy importante para el Banco de la República y para el fideicomiso financiero, que llevó a la toma de 
decisiones con respecto a la organización del proceso de cobranza de estos deudores y a la creación 
de estructuras en el Banco y en el fideicomiso. Esos cambios estructurales se evaluaron con los 
resultados del mes de marzo encontrándose algunos déficit en cuanto al tratamiento de la situación de 
endeudamiento, lo que motivó cambios importantes en la organización, en algunos casos difundidos 
públicamente, como el cambio en la Gerencia General del fideicomiso financiero. Es decir que, 
evaluados estos tres primeros meses en cuanto al desempeño del Banco de la República y del 
fideicomiso en la recuperación de deudas, se han procesado cambios que nosotros entendemos que 
van a contribuir a mejorar la eficiencia en términos de recuperación en lo que va de 2006. Como decía 
recién el señor Legislador Asti, nuestra expectativa es que en el correr de 2006 sean tratadas todas las 
solicitudes que se presentaron ante las pautas del Banco de la República, y completados sus procesos 
de negociación. 


Por último, en lo que tiene que ver con los resultados, quería aludir a la información solicitada 
por el mismo señor Legislador al Banco Central, que fuera difundida en el día de ayer por la prensa. 


Previamente, tengo que hacer algunas consideraciones. 


En primer lugar, cabe aclarar que la información que difunde el Banco Central implica 
exclusivamente la cartera de morosos o con atraso en el Banco de la República. Estamos hablando de 
un importe de U$S 103:000.000 de deuda que, como comprenderán los señores Legisladores, no es el 
monto incluido en los fideicomisos financieros, que es la mayor parte de la deuda y la que tiene más 
atraso. 


La deuda que está radicada en el Banco de la República es, en general, de menor valor y 
menor atraso; si hubiera tenido atrasos importantes, en su oportunidad habría sido negociada en los 
fideicomisos financieros. Estamos hablando, entonces, de que en abril de 2005 había deudas vencidas 
de 14.911 deudores, por un monto de U$S 103:000.000. La información decía que solamente se 
habían convenido deudas con 125 clientes, por U$S 23:800.000, cosa que efectivamente es cierta y 
ratifico totalmente. Sin embargo, quisiera destacar que aquí se habla de los convenios realizados a 
enero de 2006 pero no de las cancelaciones que, como vimos, son una parte importante de la 
regularización de la deuda. 


En segundo lugar, quisiera remarcar que en enero de 2006 recién se estaban comenzando a 
aplicar las pautas del endeudamiento, por lo que me gustaría hablar de la misma información del 
Banco Central pero con datos a abril de 2006, o sea, después de estos tres meses y medio de trabajo 
de los fideicomisos en el Banco de la República. En definitiva, seguimos teniendo los mismos 14.911 
deudores, por un monto de U$S 103:000.000 de deuda, pero en lugar de tener convenios con 125 
clientes, al 30 de abril contamos con convenios para 3.035 clientes, y la situación cambia radicalmente. 


Creemos, pues, que hay que dar tiempo a que las pautas del Banco de la República puedan 
operar; si no lo hacemos, efectivamente los resultados nunca van a ser buenos. 


Por otra parte, tenemos cancelaciones de 2.327 clientes. Por ende, estamos hablando de 
que, entre convenios y cancelaciones, a abril de este año hubo, efectivamente, 5.355 resoluciones, que 
es una cantidad muy distinta a la de 125 que se planteaba en la información anterior del Banco Central, 
que insisto en que es totalmente correcta, sólo que abarcaba los datos a enero y excluía las 
cancelaciones; el propio informe indica que son convenios suscriptos y no menciona a estas últimas. 


Quiere decir que la situación es absolutamente distinta si se toma la información a abril que si 
la tomamos a enero. Por ese motivo, consideramos que en este terreno la solución al problema del 
endeudamiento es alentadora y que estamos trabajando en el camino acertado. 


En resumen, podríamos decir que estamos trabajando, tanto en el fideicomiso como en el 
Banco de la República, razonablemente bien. Encontramos que las pautas al endeudamiento interno, 
tal como están definidas, tienen la flexibilidad suficiente para atender al conjunto de soluciones, y no 
están encerradas o acotadas a soluciones que no tienen flexibilidad. 


Por lo tanto, creemos que esta será una solución eficiente al problema de la deuda, sin que 
nos quite responsabilidad sobre algunos aspectos de déficit en cuanto a la eficiencia en el tratamiento 
de los deudores que hemos tenido y que nos lo han hecho notar, en particular algunas de las 
organizaciones con las que el Banco participa, sobre todo las Intendencias del interior; me refiero a la 
lentitud del tratamiento de algunos casos que reconocemos como ciertos, y es por eso que, a partir del 
primer trimestre, hemos tomado medidas correctivas al respecto, que esperamos sean eficientes. 


Por último, hay un conjunto de preguntas que me alcanzan, formuladas por el señor diputado 
González Álvarez. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia de la Comisión, además de enviar la versión taquigráfica, 
realizó un estudio comparativo de las inquietudes de los Legisladores -como lo establecimos 
previamente- para que el Presidente tuviera tiempo de leer la información y pudiera satisfacer las 
preguntas e inquietudes de los señores Legisladores. 


SEÑOR CALLOIA.- La primera pregunta se refiere a por qué el Banco no da datos generales respecto 
al endeudamiento. Los acabamos de dar. Básicamente, se trata de que es imposible dar información si 
no se da un plazo mínimo suficiente para poder evaluar el desempeño de las distintas medidas y 
pautas que se toman en materia de endeudamiento. Entendemos que abril puede ser un primer paso 
para poder evaluar la eficiencia. Imagínense que si yo hubiera venido aquí en el mes de enero y 
hubiera dicho que se aplicaron, por convenio, solamente soluciones para 125 casos, hubiera sido un 
dato indicador de un fracaso rotundo cuando, efectivamente, no era un fracaso rotundo, sino que, 
sencillamente, no había transcurrido el tiempo necesario para evaluar el desempeño de las propuestas. 


Otra de las preguntas es por qué no se publica la lista de los grandes deudores. Sucede que 
todos los deudores tuvieron el derecho de presentarse a las pautas del Banco de la República. A partir 
de ese momento, separamos los deudores que se presentaron de los que no lo hicieron. Dentro de 
estos últimos, empezamos a identificar a los que se consideraban contumaces, que fue la categoría 
que se les dio. No podemos tener dudas de cuál es la categoría contumaz; tampoco el Banco debe ser 
una institución que juzgue a sus deudores, si no tiene elementos objetivos que prueben ese perfil. 
Entonces, el hecho de que una persona tenga un emprendimiento, le vaya mal y deje una deuda muy 
importante al Banco o al país, no significa que esa persona tenga que ser expuesta al público por esa 
situación, porque estaríamos juzgando a los buenos y a los malos empresarios, lo que me parece 
absolutamente incorrecto. El Banco no puede juzgar a los malos empresarios, porque todos tienen 
derecho a probar ser empresarios; en última instancia, si se le dio un crédito pensando que era buen 
empresario y, en realidad, no lo era, no lo podemos juzgar. Lo que se tiene que juzgar son otros 
hechos, que no son subjetivos sino objetivos. Entonces, pensamos, por ejemplo, que la violación a la 
Ley de Prendas es un hecho objetivo que indica una actitud deliberada del deudor de buscar no pagar 
una deuda que podía identificarlo con la categoría de contumaz, o la realización de acciones que 
impidan al acreedor el cobro de sus deudas. 


Esos elementos son complejos desde el punto de vista de la identificación de la información y 
estamos trabajando en ellos. No bien completemos la lista y no tengamos ningún error -porque lo peor 
que nos puede pasar es identificar incorrectamente a un deudor dentro de esa categoría- sepa el señor 
Legislador que la vamos a dar a publicidad, pero con esa precisión. No creemos que ningún deudor 
que no haya pagado su deuda deba, por ese simple hecho, ser expuesto ante la opinión pública. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- El señor Ministro de Economía y Finanzas y también usted, creo, 
manejaron la idea de que había muchos deudores contumaces. Ahora bien; si se dice que existe 
alguien contumaz, se debe saber quién es. No se puede largar una idea al vuelo. Ese era el sentido de 
la pregunta. 


Por otro lado, en el mes de febrero formulé al Banco de la República un pedido de informes 
con relación a la lista de los deudores mayores de U$S 300.000. Sin embargo, a pesar de que el 
secreto bancario ya no existe, tampoco he recibido respuesta. Eso es más fácil porque no se está 
calificando a nadie, sino que se está diciendo que tales y cuales personas deben más de U$S 300.000. 


En cambio, sí recibí la información acerca de la deuda de Buquebús, aunque esta solicitud 
fue remitida junto a la otra. No sé cuál habrá sido el motivo. 


SEÑOR CALLOIA.- Pido disculpas al señor Legislador. De todas maneras, me voy a preocupar 
especialmente de que reciba esa información. Como comprenderá, cuando se solicita información 
acerca de los deudores de más de U$S 300.000, lo que más interesa es la deuda que está en el 
fideicomiso, por lo cual, tal vez, el pedido no sea debidamente canalizado. Igualmente, voy a hacerle 
llegar los datos correspondientes. 


Se me preguntó acerca de si el Banco de la República necesita, en el futuro, al productor 
mediano y chico. Creo que el que necesita al productor mediano y chico es el país, no el Banco de la 
República, que debe atender la situación de todos los deudores y, por lo tanto, la de aquéllos. Esto no 
comprende, necesariamente, el concepto de que necesita del productor mediano y chico. Me parece 
que el país es una unidad y, en esa unidad, el Banco debe actuar tratando de desarrollar a todos los 
productores, ya sean chicos, medianos o grandes, y no puede discriminar entre ellos. Pero, 
efectivamente, es una actividad promocional del Banco, no una actividad que utilice para generar 
rentabilidad. Quería destacar este aspecto. 


Se mencionaba que el problema del endeudamiento no es solamente del deudor, sino 
también del Banco que interviene y del Estado. Yo hablo del Banco interviniente; del Estado no me 
corresponde hablar. Creo que la solución al problema del endeudamiento implica costos muy 
importantes para el Banco de la República. Las quitas que se están concediendo, la reducción de las 
tasas de interés y el recálculo de éstas implican, para el Banco un costo de muchos cientos de millones 
de dólares, lo que significa que se desarrolló una política de crédito que, tal vez, no fue todo lo 
cuidadosa que debió haber sido. 


Se ha dicho, también, que las anteriores refinanciaciones no solucionaron el problema. Sin 
duda. Acabamos de ver que en los últimos diez años fueron 42, y el problema del endeudamiento 
continúa. En cuanto a que el actual es peor, creo que la información que acabo de brindar, tiende a 
albergar esperanzas en el sentido de que esta propuesta de refinanciación va a resolver el problema 
de gran parte de los deudores que tienen voluntad de pago. 


Por otro lado, se me ha consultado acerca de si la tasa del 7,5% es viable para el sector 
agropecuario. Realmente, entiendo que la tasa activa en este país es relativamente baja si se la 
compara con las tasas internacionales de cualquier parte del mundo. La tasa preferencial en los 
Estados Unidos está hoy en el 7,5% para empresas grandes y de primer nivel. 


Por lo tanto, una tasa del 7,5% para productores agropecuarios, me parece razonable. 
Además, si se considera el sector agropecuario desde el punto de vista coyuntural creo que, 
efectivamente, puede pagar esta tasa y mucho más. El problema está en las bruscas oscilaciones que 
el sector agropecuario sufrió últimamente, que es lo que más deterioró su capacidad de pago. En este 
caso, me refiero a caídas abruptas de precios, a desastres naturales y problemas sanitarios. 
Esperamos que en el futuro esas circunstancias se amortigúen, y en ese sentido creo que se está 
trabajando a nivel del Gobierno. 


En cuanto a si la flexibilización tiene en cuenta la capacidad de pago de cada productor, creo 
que esto ya lo expliqué suficientemente; no sólo se flexibilizan en los diez años, sino que hay muchas 
otras, para que nadie quede excluido. 


Con relación a las acciones poco transparentes en el manejo de la información respecto de la 
tercerización de créditos, debo reconocer que cuando asumimos la dirección del fideicomiso, había una 
nula transparencia en este tema. La instrucción que se dio, y que ahora se está cumpliendo en forma 
integral, fue que no se realice ninguna venta de crédito que no tenga publicidad. Por lo tanto, hoy toda 
venta de crédito en el fideicomiso, se publica previamente en los medios de prensa. En ese sentido, la 
falta de transparencia desapareció totalmente. 


Me preguntaban también si la solución del problema del endeudamiento es más política que 
bancaria, pero eso no me corresponde a mí contestarlo. 


Por otro lado, se quiere saber por qué los gerentes de las sucursales nunca saben nada. 
Debo decir que recibo tantas críticas al respecto que algo debe ser cierto. En este aspecto, quiero que 
los Legisladores entiendan la problemática que tenemos: contamos con más de 100 gerentes en todo 
el país, con quienes tratamos de ponernos en contacto a través de circulares y reuniones regionales, 
pero no es tan fácil la comunicación con esa gente del interior. Sobre este tema, puedo dar como 
excusa que muchos de ellos, a pesar de contar con la información, no tienen la capacitación suficiente 
como para encarar un problema grave como es el tema del endeudamiento. 


Con relación a por qué no se reciben descuentos por créditos en canasta, ya expliqué que 
damos descuentos por ese concepto. 


Se plantea la interrogante de por qué se le da a los productores los datos de pagos 
realizados. Al respecto, comento que esta problemática se da en deudores que están radicados en el 
fideicomiso y por alguna razón los pagos que realizaron al Banco de la República, no se imputaron a la 
deuda. Entonces, por un lado hay pagos realizados en el Banco y por otro, hay una deuda transferida 
al fideicomiso, y no siempre hay una comunicación perfecta, a los efectos de que estos pagos que se 
realizaron en el Banco vayan a cancelar la deuda del fideicomiso. En algunos casos -no son 
demasiados- hay pagos que están contabilizados en el Banco de la República y que es necesario 
trasladarlos al fideicomiso. Hemos creado una Comisión Especial para resolver lo relativo a los pagos, 
que quedaron a cuenta en el Banco de la República, de deudas transferidas al fideicomiso. Esperamos 
que a la brevedad se resuelva este tema que hemos visto en los primeros meses de este año. 


Por otro lado, preguntan por qué se le cobra a los productores por proporcionarles los datos 
de sus carpetas. Aclaro que el Banco de la República no cobra por estos datos, sino el Banco Central, 
a partir de la ley de secreto bancario que recién comentábamos. 


En cuanto a por qué el Banco de la República no da información que sustente el cálculo de la 
deuda que hace a cada productor, hay dos circunstancias diferentes. A los pequeños productores no se 
les da esta información porque en ese caso se trata del capital sin intereses y sin ningún recálculo. Por 
lo tanto, la deuda es el capital adeudado y no hay ningún cálculo que realizar. En el resto, el productor 
debería recibir el recálculo de la deuda, como corresponde; si no se lo dan es porque, sencillamente, 
hay un problema de comunicación. 


También se pregunta por qué no se tiene en cuenta el historial del productor rural y por qué 
no se refinancia según la capacidad de pago. Sin duda, se toma en cuenta el historial del productor y 
se refinancia según la capacidad de pago. Es más; no se refinancia si no hay un flujo de fondos que 
justifique que esa refinanciación se va a pagar. O sea que no solamente se toma en cuenta la 
capacidad de pago, sino que es un elemento imprescindible para refinanciar las deudas. Si el productor 
no da su flujo de fondos futuros, no hay refinanciación posible; aquí no se refinancia sino contra flujo de 
fondos futuros. O sea que se exige la capacidad de pago para conceder la refinanciación, y si no tiene 
capacidad de pago, no le otorgamos la refinanciación aunque el productor la acepte. Quiero que esto 
quede muy claro. 


Se pregunta por qué el productor agropecuario endeudado tiene que subsidiar el dinero que el 
Banco tiene colocado en el exterior. En esto quiero ser absolutamente enfático. El productor 
agropecuario no subsidia al Banco de la República; por el contrario, en los últimos años resultó una 
pesada carga para el patrimonio del Banco, y si hay, al día de hoy, algo que subsidia los créditos del 
sector agropecuario, son nuestras colocaciones en el exterior. Para que tengan una visión fácil y rápida 
de percibir, el Banco coloca en el exterior sus fondos en la Tasa de los Fondos Federales. Hoy, esa 
tasa, que la publicitan en forma periódica porque la modifica la Reserva Federal, está en el 5%. Esto 
quiere decir que, en la actualidad, el Banco tiene colocados sus fondos al 5%, que no tiene IMABA ni 
riesgo de crédito, porque están colocados en bancos de primera línea. Por lo tanto, si a ese 5% se le 
agrega el 2% de IMABA y el 3% de Riesgo de Crédito, estamos comparando una tasa al 5% con una al 
10% localmente y, a ningún productor de este país, el Banco le presta al 10%. Por lo tanto, la tasa que 
obtiene internacionalmente, es significativamente mejor que cualquier tasa que el Banco tenga 
localmente. Entonces, es exactamente lo opuesto y me parece importante hacerlo porque con esos 
fondos nosotros viabilizamos la posibilidad de conceder financiaciones en el país, a una tasa menor a 
lo que correspondería si no tuviéramos esos fondos colocados en el exterior. 


Muchas gracias y disculpen lo extenso de mi exposición, pero creí conveniente aclarar todos 
los aspectos. 


SEÑOR ASTI.- Estoy totalmente satisfecho con las expresiones vertidas por el Presidente del 
Directorio del Banco de la República, pero deseo hacer algunas precisiones porque me he sentido 
aludido, no solamente por lo que se dijo, sino también por la nota de prensa que apareció en el día de 
ayer y que hablaba de la información solicitada al Banco Central. 


Deseo aclarar, sinceramente, que si bien fue pedida y recibida a fines de abril de este año, 
precisamente por su contenido no la di a conocer a esta Comisión, porque entendí que no lograba 
colmar el objetivo por el cual se había solicitado. Se trata de una información con fecha de enero que, 
obviamente, tiene las características que acaba de mencionar el señor Presidente -e, incluso, en la 
propia nota se aclara cuál es la información con que se cuenta- y, por lo tanto, entendí que tenía el 
valor de la oficialización de una situación previa a que se comenzaran a ver los resultados. Por lo tanto, 
se debe desprender de esta exposición que, si no la puse en conocimiento de la Comisión tampoco la 
di a la prensa, y menos ahora que teníamos la expectativa de recibir la información actualizada del 
Banco de la República. 


Quería hacer esas dos precisiones para los compañeros de la Comisión que compartimos la 
preocupación sobre el endeudamiento. En definitiva, si esa información no se puso en conocimiento de 
los demás miembros de la Comisión es porque consideraba que no servía para evaluar la marcha del 
endeudamiento en base a, por ejemplo, la aplicación de la circular de setiembre de 2005. 


Por eso, incluso, en una interrupción anterior le pregunté al señor Presidente del Banco de la 
República en qué plazo se podrían terminar de considerar todas las solicitudes presentadas, ya que 
luego podremos hacer la evaluación final de este proceso. 


Nada más, señor Presidente. 


SEÑOR ALFIE.- Quiero ser muy franco; yo no considero que el señor Legislador Asti sea el César 
como para que pueda decidir qué pasa y qué no. Si recibió alguna información, debe pasarla; no puede 
decidir por todos los demás, que somos personas conscientes, razonables, que sabemos hacer las 
cosas, usar la información y las limitaciones que existen. 


Por ejemplo, en la página web del Banco Central figura el estado auditado del Banco de la 
República, firmado por el señor Presidente, economista Calloia, en el que constan los datos y un 
análisis de la situación presentada al 30 de setiembre de 2005. Incluso allí se habla de una situación 
inferior a esta de enero y, por supuesto, a la de abril. Sin embargo, yo no conocí a nadie de esta 
Comisión que haya salido a decir que se habían presentado U$S 17:000.000 sobre U$S 
1.100:000.000. Entonces, de la misma manera que nadie salió a decir eso, tampoco va a salir a decir 
otra cosa, en la medida que se sepan las limitaciones que existen. En todo caso, si alguien sale a 
decirlo, estará expuesto a que luego venga el Presidente del Banco y diga: “No sea tonto; usted se 
comió los ocho meses del medio”. 


Entonces, me parece que el señor Legislador Asti cometió un acto indebido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solicito a los señores Legisladores que mantengan el tono coloquial que 
hemos venido teniendo. Además tenemos un invitado, y hay cosas que esta Comisión deberá discutir 
en el uso de la buena fe y el ejercicio parlamentario luego de que se retire. A los efectos de aprovechar 
su tiempo y el de todos, actuemos con el nivel adecuado. 


SEÑOR ASTI.- Creo que es absolutamente correcta la posición del señor Presidente ya que es un 
tema para debatir luego. 


Simplemente deseo aclarar por qué no había entregado la información a la prensa ni la había 
compartido con los demás miembros de la Comisión. De todos modos ellos tenían el mismo derecho 
que yo de solicitarla y obtenerla. Simplemente, cuando yo la recibí entendí que estaba fuera de fecha 
para ser utilizada. 


SEÑOR PEREZ.- En principio, quisiera hacer algunas preguntas. Quizás no haya entendido algunas 
cosas porque como no tuve el tiempo necesario para analizar las cifras, pude cometer algunos errores. 


El Presidente del Banco de la República, economista Calloia, decía que 2.497 casos se 
habían resuelto a través del pago contado. Por tanto, deduzco que hubo una menor cantidad que llegó 
al acuerdo por medio de convenios. También explicó que en el marco de las excepciones que se 
planteaban en la franja de entre U$S 15.000 y U$S 250.000, había una serie de ventajas. En ese 
sentido, citó las quitas adicionales y la rebaja de intereses. 


Uno de los problemas fundamentales que mucho se manejaba, tanto a nivel público como de 
la prensa -tal como señalaba el señor Presidente del Banco de la República- es la imposibilidad de 
hacer frente, por parte de determinados sectores económicos, a los intereses que se cobraba por los 
préstamos. Entonces, uniéndolo con lo último que el señor Presidente del Banco República expresaba 
con respecto al tema de las tasas internacionales, si hago una comparación entre las tasas de interés 
que se cobran en nuestro país y las que se cobran a nivel internacional, puedo llegar a la conclusión de 
que, incluso, las tasas de interés en el Uruguay son bajas. 


No tengo el mismo elemento para comparar la rentabilidad económica que tiene una empresa 
en otros lugares del mundo con la que tiene en el Uruguay. O sea que, algunos de los problemas que 
me surgen como interrogante con respecto a la gente que llega a acuerdos por convenios, son: ¿en 
qué medida se ha tenido que realizar quitas adicionales y en qué medida el tema de la tasa de interés 
ha sido uno de los problemas que han planteado? Hago estas preguntas por las razones que usted 
planteaba con total claridad, en cuanto a la capacidad de pago de cada uno de los productores -y, en 
ese sentido, tenemos el tema de los productores chicos a los que usted se refirió, que me parece que 
es correcto, y el de los sobreendeudados, que nosotros tratamos en la Comisión de Hacienda en 
ocasión de considerarse la Reforma Tributaria- ya que hay una franja de productores agropecuarios, 
sobre todo en las quintas, en el sector correspondiente a la hortifruticultura, que tienen problemas 
reales de sobrevivencia y que acá se hablaba de quitas excepcionales, e incluso de una flexibilización 
extraordinaria para llevar adelante sus posibilidades de pago. Sin embargo, quizás esos pequeños 
productores no se puedan convertir en sujetos de crédito. 


Entonces, resumiendo -tal como podrán apreciar cuando hablo, es obvio que tengo una serie 
de dudas que no puedo aclarar- el tema es la tasa de interés, la capacidad de pago, y en qué medida 
lo han podido percibir en esa negociación. Con esto no quiero pensar que tengan la información 
absoluta, porque usted mismo planteó las dificultades de comunicación que hay con esa cantidad de 
gerentes a nivel nacional. 


Quisiera saber si hay algo de eso que nos permita, de alguna manera, dar una explicación a 
esos sectores, que no tengo cuantificados, pero que se han manifestado públicamente con respecto a 
los temas de las quitas y de la tasa de interés. 


SEÑOR PERDOMO..- En primer término, quisiera separar la pauta correspondiente al Gobierno de la 
gestión del Banco de la República y referirme, positivamente, a que cada vez que hemos llamado tanto 
a la Presidencia como al fideicomiso por empresas con alta carga laboral, gran cantidad de 
trabajadores y problemas puntuales, la diligencia ha sido lo que ha caracterizado la gestión en los dos 
casos. Esto lo quería decir con absoluta claridad. 


Queremos señalar que, como Partido Nacional, estuvimos con el propio Ministro de 
Economía y Finanzas, tratando de aportar ideas que flexibilizaran la pauta original; estábamos pidiendo 
muchas de estas cosas, pero además estábamos insistiendo en una serie de argumentos, que se han 
expresado aquí por parte del Presidente del Banco de la República, como elementos centrales que 
representaron obstáculos a la hora de la instrumentación. Precisamente, esa misma instrumentación 
en una cantidad de casos es la que señalábamos al inicio como la inviabilidad que tenían esas pautas 
administrativas que el Ministro de Economía y Finanzas había dado. 


El propio Presidente del Banco de la República está diciendo que adhirieron el 14% de los 
casos y habla de los meses que el procesamiento de esta cantidad de casos conlleva al respecto. Por 
lo tanto, si la adhesión hubiera sido de un porcentaje mayor, hubiéramos estado durante muchísimos 
meses buscando la solución -como en aquel momento y en esta misma mesa lo hicimos- y tratando de 
ver una carpeta por cuestiones de recursos humanos. Por eso es que defendíamos y defendemos la 
necesidad de una ley al respecto. Como decía el señor Legislador González Álvarez, el término 
“contumaz” provino de quienes nos plantearon esa misma solución administrativa. Se utilizaba la 
expresión contumaz, y aquí se ironizó -debe constar en la versión taquigráfica- diciendo que todo el 
mundo sabía quiénes eran. Pero, claramente, el término contumaz se ha puesto algo difuso hoy a la 
hora que el Legislador González Álvarez planteó conocer, por lo menos, a los deudores de más de U$S 
300.000. 


En aquel momento, dijimos que ese criterio era muy subjetivo, así como que era muy difícil su 
instrumentación, y lo fue, a pesar de que hubo un 14% de nivel de adhesión. Eso en primer término, 
pero separado de lo que puedo decir al señor Presidente del Banco de la República en lo que refiere a 
gestión. 


Desde otro punto de vista, y ya más directamente hacia la institución y hacia el fideicomiso - 
más allá de esa dirigencia de la que hablábamos hoy- por mis datos particulares parto de un nivel de 
endeudamiento del sector agropecuario bastante mayor. Aparte de eso, entiendo que el señor 
Presidente se refiere a estos más de 3.000 casos resueltos como un 73% -decía él- de los casos del 
sector, y me imagino que ese porcentaje tendrá que ver con los pasibles de ser incorporados a las 
pautas que el Poder Ejecutivo había trazado, y no con la totalidad del endeudamiento. Si el fideicomiso 
arranca con unos U$S 400:000.000 de pago por parte de esa sociedad anónima al propio Banco de la 
República, tenemos un endeudamiento total de U$S 1.600:000.000. 


Ese fue el puntapié inicial de esa situación en aquellos años de enorme dificultad, y a los 
efectos de salvaguardar la posibilidad de continuidad del propio Banco de la República que, sin duda, 
es nuestro mayor instrumento. 


Creo que el nivel de endeudamiento que tiene el sistema agropecuario con el Banco de la 
República, en cantidad de productores y en millones de dólares de endeudamiento, es bastante mayor 
que el descrito en estos números que se plantean dar en este documento del que nos haremos luego 
de finalizada la reunión. Al igual que en los sectores industrial y comercial, cuando hablamos de 
deudas personales, en muchos casos realmente serán personales y de consumo, pero en otros tal vez 
no. Entonces, aquí cabría preguntar si estamos incorporando o no a las unipersonales, a las pequeñas 
empresas que terminaron sacando créditos a través de la persona física, en función de no poseer, por 
la vía empresarial, los requisitos y garantías necesarios para acceder a un crédito; con detenimiento, 
me gustaría examinar cuáles son. Cuando hablamos de estos 64.000 deudores personales, quisiera 
saber de qué tipo de crédito estamos hablando y si son todos pasibles de esa cancelación porque son 
menores de U$S 15.000, o si hay de corte empresarial. Allí estaría la segunda pregunta. La primera era 
si aquí están, en números y en cantidad de millones de dólares, la totalidad del endeudamiento del 
sector agropecuario, industrial y comercial, al que el Presidente se ha referido diciendo que se ha 
adherido más de un 70%. 


Para finalizar, quiero comentar que cuando tuvimos una pauta administrativa de esta 
naturaleza en el año 2002, hicimos un pedido de informes y se nos informó que había un acogimiento 
del 87%. Luego, en el año 2005 descubrimos que seguíamos teniendo un problema de endeudamiento 
grave que, por cierto, no provenía del 13% que no se había acogido a aquella primera pauta 
administrativa. 


La última pregunta que pensaba formular creo que ya fue contestada por el señor Presidente 
del Banco de la República, cuando dijo que los deudores tienen que entender que esta es, de verdad, 
la última posibilidad, y así hay que trasmitirlo; de lo contrario, no podremos construir seriamente en un 
país en el que el empresario está pensando que puede haber una segunda vuelta. Entonces, la 
inquietud es de hecho, porque no proviene de nuestra fuerza política, que permanentemente ha 
querido aportar. La pregunta es clara y específica: ¿el Banco de la República está considerando la 
suspensión de ejecuciones con quitas de dos tercios de la deuda? ¿Sí o no? 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia considera que para que el señor Presidente del Banco de la 
República pueda responder a las preguntas que se le han formulado, deberíamos cerrar ahora la lista 
de oradores anotados para hacer uso de la palabra en una primera ronda. De todas formas, si 
posteriormente hay más Legisladores que quieran anotarse, podrán hacerlo. 


SEÑOR CONDE.- Yo quería formular una serie de interrogantes sobre este último tema que mencionó 
el señor Legislador Perdomo en cuanto al perfil de los 60.000 pequeños deudores. En contraposición al 
impacto económico de las cifras de los otros sectores, aquí lo que tenemos es un muy fuerte impacto 
social, pues podemos llegar a hablar de 60.000 familias. 


En lo personal, quisiera tener información o un comentario general sobre el perfil de las 
deudas de estas 60.000 personas. 


En todo caso, posteriormente podremos pedir al señor Presidente que el Banco nos brinde un 
informe más detallado al respecto. Asimismo, me interesa conocer el perfil de las garantías de este 


sector de deudas; es decir, si se trata mayoritariamente de garantías prendarias y si hay, por ejemplo, 
una enorme cantidad de garantías hipotecarias, lo cual significaría que existen locales de trabajo y 
casas que son garantías reales de esta masa de deuda. Como mi inquietud iba en la misma dirección 
de la que expresaba el señor Legislador Perdomo, quería dejar planteada en este momento la 
consulta. 


SEÑOR DA ROSA.- Debo decir que nos parece positivo e importante que por parte del Banco se 
hayan aplicado criterios flexibles para manejar situaciones diferentes, como por ejemplo la de los 
pequeños deudores; ese es un aspecto que debemos rescatar y resaltar. Quizás, en lo que tiene que 
ver con muchos de estos aspectos, nosotros no manejamos la información en su total dimensión, como 
respecto de los criterios que el Banco estaba aplicando de flexibilización de las pautas del mes de 
mayo que, indudablemente, consideramos que son importantes. 


De la información que ha aportado el señor Presidente del Banco vemos que, de acuerdo 
con las cifras, un 27% de los deudores del sector agropecuario no se presentó; un 26% de los 
empresariales no ha comparecido y un 92% de los deudores domésticos, digamos, tampoco lo ha 
hecho. Entonces, queremos saber si el Banco tiene, más o menos, una definición del perfil de 
deudores que no se han presentado. 


Otro de los aspectos que nos interesa saber es si respecto de ese 33% que ha regularizado - 
ya sea por pago contado, por convenio o por venta a terceros de la deuda- el Banco ha estudiado el 
perfil, sobre todo, del productor o del empresario que ha venido a hacer el pago contado o por 
convenio. Nosotros conocemos cantidad de casos de gente que ha tratado de enfrentar el problema 
acogiéndose a las pautas para hacer un pago contado pero, naturalmente, liquidando el bien que 
explotaba o trabajaba. Consideramos que esa no es una solución de fondo al problema porque, en 
definitiva, agrava determinados problemas que ya son públicos y notorios y a los que el propio 
Presidente del Banco ha hecho referencia en su exposición. 


Finalmente -y más allá de la preocupación planteada por los señores Legisladores Perdomo 
y Conde- quisiera expresar mi inquietud por la situación de ese 93% de deudores que no han tenido 
ninguna comparecencia. Concretamente, me gustaría saber si el Banco de la República ha estudiado 
cuál es el camino que ha seguido esa gente o si, por el contrario, estamos en una situación de 
congelamiento, en la cual la deuda sigue subiendo porque estos deudores no han comparecido a 
enfrentar el problema de la deuda frente al Banco. Naturalmente, nos interesa saber si el Banco está 
evaluando la situación, dado el volumen de deudores que no se ha acogido a las pautas manejadas 
por la institución, incluso con las flexibilidades que su Presidente dice que se han aplicado para el caso 
de pequeños deudores. ¿Qué tipo de solución o de manejo de la situación puede existir en el futuro? 


SEÑOR SARAVIA.- Quisiera formular algunas preguntas al Presidente del Banco de la República 
porque, a mi juicio, siguen sin coincidir las cifras de abril y diciembre del año pasado con las que se 
han informado en la mañana de hoy. 


Deseo manejar algunos números con el señor Presidente a fin de que me aclare la diferencia 
en estos montos, y quizás también lo que sucedió con los productores que no figuran en las cifras que 
ha manejado. 


Hay un informe del Banco de la República, de 13 de abril de 2005, en el que se establece 
que a esa fecha tenía 13.411 clientes del sector agropecuario -sobre un total de 49.000 productores 
agropecuarios de todo el país- de los cuales 10.183 estaban atrasados por un monto de U$S 
863:000.000, y 3.228 por la suma de algo más de U$S 186:000.000. Al día de hoy, el Presidente del 
Banco de la República habla de un 73% de adhesión de deudores del sector agropecuario a las pautas 
establecidas por el Banco, y de que serían 2.693 los productores que estarían cancelando, 
refinanciando o regularizando su situación al 30 de abril. Según mis cálculos, eso sería un 20% y no un 
73%. Quizás, ese 73% refiera a los 3.228 productores que estaban en el Banco de la República, sin 
incluir el fideicomiso. Si así fuera, quisiera saber qué está pasando al día de hoy, adónde fueron a 
parar y en qué situación están los restantes casi 8.000 productores que pertenecerían a los 
fideicomisos 1, 2 y 3, y al Banco de la República. ¿Esos productores son clientes que perdió el Banco, 
o los mantiene? ¿En qué condiciones y por qué montos? 


Por otro lado, en lo que refiere a los deudores sociales, tal como preguntó el señor Legislador 
Conde, quisiera saber cuál será el tratamiento que les dará el Banco. 


Al ritmo de trabajo que lleva hoy el Banco, en que durante cuatro meses de estudio de 
regularización de carpetas llegó a poco más del 30%, para culminar con el restante 67% se necesitaría 
20 ó 24 meses más. De esa forma, lograríamos solucionar 9.600 carpetas en dos años, pero nos 
quedarían 50.000 ó 60.000 carpetas -correspondientes a deudores sociales, en su mayoría, pero 
también a productores o deudores comerciales- que no aparecen en las cifra del Banco de la 
República. En definitiva, no me cierran los montos. 


No sé si fui claro en mis preguntas. 
SEÑOR GONZALEZ ALVAREZ.- Señor Presidente: trataré de ser lo más concreto posible. 


En primer término, quisiera saber si cuando el señor Presidente del Banco dice que hubo 42 
resoluciones en los últimos años, lo que en realidad se nos está indicando es que las soluciones 
administrativas o del Banco han sido un fracaso. Si fueron necesarias 42 resoluciones y el problema 
sigue sin solucionarse, quizás sea necesario que el Banco se ponga a un costado y hagamos una ley 
que liquide este tema. 


En segundo lugar, y continuando con el tema de la interrogante anterior, quiero referirme a lo 
que ha dicho el señor Presidente del Banco en el sentido de que esta solución tiene que ser la última y 
que la gente debe tener claro que, efectivamente, esta es la última solución que se va a proponer. Creo 
que tiene razón al expresar que si alguien dice que va a haber algo mejor, todo el mundo espera a ver 
si realmente es así. 


Pero resulta que justamente ahora, en estos últimos días, quien dice que va a haber una 
solución mejor -concretamente sobre ese punto formuló una pregunta el Legislador Perdomo- es un 
Ministro de su Gobierno. Hemos visto en estos días que el propio Gobierno -del que forma parte el 
señor Presidente del Banco- a través del señor Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca, que es el 
hombre más fuerte en votos del Poder Ejecutivo, dice que va a haber otra solución. Pregunto al señor 
Presidente del Banco de la República qué juicio le merece tal afirmación. ¿Considera que es positivo, 
negativo o conspirativo contra la solución del Banco, lo que hace el Ministro? Me gustaría que los 
representantes del Banco nos dijeran qué opinión les merece que el propio Gobierno esté diciendo que 
habrá otra solución mejor que la presentada actualmente. 


En tercer término, el señor Presidente del Banco ha dicho que la solución planteada ha sido 
exitosa; sin embargo, en lo personal no considero que sea así, porque si de 70.000 personas se 
presenta el 14% y de ese número hay un 33 % que regulariza su situación, quiere decir que sólo 
alrededor de un 5% del total se acoge a la solución, y todos los demás quedan sin resolver su deuda. 


En cuarto lugar, el señor Presidente del Banco habla de 3.678 productores agropecuarios 
deudores y, sin embargo, tal como acaba de mencionar el señor Senador Saravia, siempre se habló de 
más de 20.000 productores en esa situación. Pregunto, entonces, dónde están los otros 14.000 ó 
15.000, porque no los podemos ver. 


En quinto término, se ha dicho que en una deuda de hasta U$S 15.000 se hace una quita 
del 50%. 


Pregunto si alguien que debe U$S 20.000 puede arreglar con el mismo sistema la suma de 
U$S 15.000, y los restantes U$S 5.000 de otra forma o si, por el contrario, quien debe U$S 20.000 se 
pasó del limite y queda fuera de la solución. 


Finalmente, quisiera referirme a un comentario que se hizo en cuanto a que las colocaciones 
del Banco de la República en el exterior estarían subsidiando los créditos al sector agropecuario y a 
algunos otros. En mi opinión, eso no es así; entiendo que quien está subsidiando es el depositante, 
porque el Banco de la República le paga el 1% o el 1,5% y el dinero lo coloca al 5%, con riesgo cero. 
Por lo tanto, repito, quien a mi juicio está subsidiando toda la actividad del Banco de la República es el 
depositante y no las colocaciones en el exterior. Si al depositante se le pagara un 4% y se colocara el 
dinero en los Estados Unidos al 5%, al depositante le iría mejor; sin embargo -insisto una vez más- al 
depositante se le paga el 1% o el 1,5% y, en definitiva, es quien subsidia la actividad del Banco. 


SEÑOR ALFIE.- Seré muy breve, porque algunas preguntas que pensaba hacer ya fueron formuladas 
por los señores Legisladores Saravia y González Alvarez. 


Ante todo, quisiera saber si en las cifras que planteó el señor Presidente del Banco de la 
República están sumadas las correspondientes a CARA AFISA, el fideicomiso, o si tienen que ver 
solamente con el Banco de la República; asimismo, si la cantidad de U$S 1.100:000.000, 
correspondiente a la deuda de atraso total, incluye a ambos conceptos o sólo al Banco. 


Por otro lado, quisiera hacer otro planteo, aunque reconozco que quizás los datos figuren en 
la información que se nos va a dejar. 


Aquí se dijo, con relación a la cantidad de personas, casos o carpetas, cuántos eran los 
presentados y cuánto era el universo, pero no se habló de los montos, sino que sólo se dio una cifra 
general, a modo de resumen. Para ser bien claro, me gustaría saber cuál fue el monto correspondiente 
a los casos presentados y al universo, tanto en el agro, como en las empresas y en las personas. Sería 
bueno contar con esa información para poder tener una idea de cómo viene la mano ya que, por el 
número general, parece tratarse de determinadas empresas o, mejor dicho, de empresas de cierto 
tamaño. 


Por último, compartiendo lo señalado por el señor Legislador González Álvarez en cuanto a 
que, en realidad, el tema tiene que ver con las tasas de depósito, señalo que en nuestro país, dicha 
tasa es la que todos conocemos y, por lo tanto, el Banco hace bien en pagar lo que está pagando. Sin 
embargo, se sabe que la tasa de interés está subiendo y va a subir bastante más; concretamente, en 
los últimos días, ha aumentado bastante la correspondiente a las licitaciones diarias del Banco Central. 
Entonces, aunque sé que esto está un poco fuera de tema, me interesaría saber cuál sería el impacto 
sobre la tasa de interés activa, teniendo en cuenta lo que acabamos de señalar, que es la suba de los 
intereses. Sabemos que hoy en el mundo, para cualquier colocación, el porcentaje es de entre un 4% y 
un 5%; entonces, sería muy difícil que en el Uruguay se mantuviera en un 1% o poco más. Es cierto 
que nuestro país tiene una composición en la que mucho, o casi todo, está a la vista, lo que determina 
la reducción de la tasa de interés pero, de todas maneras, se sabe que ella va a subir. Entonces, 
reitero que quisiera saber cuál sería el impacto, por punto porcentual, en la tasa activa. 


SEÑOR CALLOIA.- Ante todo, agradezco la calidad de las preguntas que se han formulado, pues 
todas atienden a la problemática que estamos viviendo, más allá de algunos elementos que pueden no 
estar estrictamente vinculados a esta realidad. 


En relación con la pregunta realizada por el señor Legislador Pérez, respecto a las quitas y 
tasas de interés y a la problemática de los granjeros, voy a dar mi opinión personal, surgida a partir del 
tratamiento de los casos, porque no tengo las estadísticas sobre el universo de las situaciones. 


En general, en las negociaciones, la problemática nunca se plantea en términos de tasa de 
interés, sino en términos de quitas. Obviamente, las tasas de interés son las que se están planteando, 
que se ubican entre un 6,5% y un 7%; pero hablando en términos generales, no hay una crítica a la 
tasa pactada, sino más bien, básicamente, a la determinación del monto de la deuda; es en este punto 
donde se concentra toda la discusión. 


Me gustaría destacar que el Banco ha negociado con el sector de los granjeros en particular, y 
se han dejado en suspenso todos los intereses generados en el período 2000-2004 a cambio del buen 
cumplimiento de sus obligaciones. Quiere decir que a este sector se le dio un tratamiento aún más 
beneficioso, justamente atendiendo a la realidad que aquí se marcaba, pues se trata de productores 
vinculados a esa actividad, con un ingreso familiar que depende de ello. Entonces reitero que, cuando 
se habla de negociación, el problema clave es el de la determinación del valor de la deuda, más allá de 
la tasa de interés. 


Obviamente, en la actualización está presente la problemática del valor de la deuda, pero no 
se habla de la tasa de interés hacia adelante sino, básicamente, de cuál es el punto de partida de la 
deuda. Sin ninguna duda, este es el problema que lleva más tiempo dilucidar en las negociaciones. 


El señor Legislador Perdomo hablaba de la deuda del sector agropecuario; planteaba la 
cuestión de las categorías unipersonales y preguntaba si no había productores agropecuarios en el 
tema personal, por decirlo de alguna manera. 


Obviamente, aquí hay un problema de identificación: según cómo la persona solicite un 
financiamiento en el Banco, se determina dónde va a estar radicada su deuda. Es lo mismo que 
sucede con el depositante: según dónde diga que reside, se establece si es residente o no residente. 


Si dice que reside en Punta del Este y vive en la Argentina, va a ser residente; si dice que vive en la 
Argentina, va a ser no residente. Es decir que en función de cómo ingrese la información es el 
resultado que se obtiene, y no podemos obviar esa realidad. 


En el caso de los “minoristas”, como les llamo, estamos hablando de créditos de muy poco 
monto, que pueden ser personales o estar vinculados a distintas actividades de carácter empresarial. 
Pueden ser clientes agropecuarios, comerciantes o empresarios, pero nos estamos refiriendo siempre 
a montos muy pequeños, en general bastante inferiores a los U$S 15.000. Por lo tanto, tienen un 
tratamiento como pequeños deudores y tal vez ahí esté la diferencia en cuanto a la cantidad de 
deudores que surgen por distintas estadísticas: muchos de los deudores que nosotros identificamos 
como “minoristas” quizá sean pequeños productores del sector agropecuario. 


Quisiera hacer especial mención al tema de los deudores personales, que se ha planteado 
varias veces; incluso, se ha hablado también en términos de “deudores sociales”. 


Nosotros hemos percibido que esos deudores son efectivamente los que no se han 
presentado a las pautas; estamos hablando de que se presentaron apenas el 8% de esos deudores, y 
esto es lo que deteriora el promedio del 14%. Entonces, creo que podemos dividir el endeudamiento 
del Banco entre “empresas y agro” y “personas”, que se comportan de una manera totalmente 
diferente. En “empresas y agro”, creemos que la presentación es razonable. No me gusta usar la 
palabra “exitosa” y traté de evitarla -pido disculpas si la utilicé en algún momento- porque el éxito se 
produce si se resuelve el problema, y no si los deudores se presentan a resolverlo. Diría que ahora la 
situación es “alentadora”: nos habilita a negociar una deuda en condiciones razonables. El éxito lo 
vamos a ver dentro de uno o dos años, si efectivamente resolvemos el problema del endeudamiento 
porque, como se dijo muy bien en una de las intervenciones, en el año 2003 se habían presentado 
muchísimas solicitudes a uno de los planes de refinanciación y resultó ser nuevamente un fracaso. La 
solución también responde a la coyuntura por la que atraviesen los deudores. Si los deudores 
atraviesan una coyuntura desfavorable, no hay solución posible. Entonces, la economía y la solución 
de los problemas van juntas, y creo que gran parte de las soluciones que se procesaron entre 1995 y 
2003 resultaron un fracaso, no porque fuesen malas en sí -por el contrario, muchas eran muy buenas- 
sino porque efectivamente la economía no las acompañó. Creo que hoy gran parte de las soluciones 
que se dan en el sector agropecuario responden a que éste atraviesa una buena coyuntura. 


También se me preguntaba cuál era el perfil de las soluciones. Creo que radica, en muchos 
casos, en un cambio de acreedor; es decir, viendo los beneficios de quitas importantes, el productor 
cambia de acreedor, obtiene un crédito por menor monto y cancela un endeudamiento de monto 
mayor; por lo tanto, reduce la deuda. En otros casos consiste en la reducción de su activo para 
quedarse sin deuda, que también es una opción razonable. Se me podrá decir que perdemos un 
productor; yo creo que no, que no es así. El que opta por una solución de ese tipo está optando por 
quedarse con un establecimiento sin deudas, y prefiere estar sin deudas porque en este país, en los 
últimos tiempos, el endeudamiento ha significado un problema muy serio para todas las actividades, y 
muchos deudores no tienen ninguna voluntad de solicitar financiamiento para realizar actividades 
productivas, lo que se manifiesta fundamentalmente en que el crédito al sector privado, no sólo del 
Banco de la República, sino de todo el sistema bancario, ha sido decreciente. Eso indica que los 
productores cancelan y no vuelven a solicitar un financiamiento, por las dificultades que han padecido 
los sectores, fundamentalmente, por la crisis de 2002 y las repercusiones que ésta tuvo. 


Entonces, estamos viviendo una coyuntura muy particular en donde el cliente, en general, 
quiere desprenderse de su deuda, y hoy la mayor parte de las solicitudes del Banco, de clientes activos 
vigentes, se basa en la cancelación de la deuda. Esa es la realidad que se vive actualmente en el 
Banco de la República; es decir, vienen más clientes vigentes a cancelar las deudas, que los que 
solicitan la ampliación del endeudamiento. 


Se nos preguntaba cuántos deudores se presentaron y cuáles fueron los resultados. Vuelvo a 
decir: para mí no es válido trabajar en base a un promedio de todas las solicitudes. El 14% es un dato 
promedial y me parece que hay que distinguir entre los deudores del agro y de las empresas, con los 
minoristas. Al respecto preguntaban qué se iba a hacer con esos deudores. Lo que estamos realizando 
con los deudores personales y minoristas -que son 64.000 y que, en general, no se presentaron- es 
llamarlos uno por uno, para decirles cuáles son los beneficios que tiene su endeudamiento y que si se 
presentan ante la institución, pueden regularizar su situación. Los señores Legisladores comprenderán 
que atender a 64.000 deudores es de una complejidad terrible pero, independientemente de ese 
hecho, es la política que estamos adoptando, y no estamos dejando fuera del tratamiento de las pautas 
a ninguno de estos deudores. Por ello, sus deudas no siguen subiendo, como decía el señor Legislador 
Da Rosa, sino que se mantienen congeladas a nivel de diciembre de 2005, y lo único que se les cobran 


son los intereses correspondientes al 2006. Reitero, no se les cobra intereses desde que pactaron la 
deuda hasta diciembre de 2005. 


El señor Legislador Conde realizó una pregunta con respecto a los 64.000 deudores. En 
general, estos deudores son de tipo personal. En los años noventa hubo una política de expansión del 
crédito al consumo a través de tarjetas de crédito, fundamentalmente, las que se daban en términos 
muy generosos y sin ningún tipo de garantía. No sé si recuerdan, pero en algunos supermercados se 
otorgaban las tarjetas de crédito presentando el recibo de la UTE. En tal sentido, hay una anécdota de 
una familia entera que estaba detrás del mostrador solicitando su tarjeta de crédito con el mismo 
recibo, cambiando el nombre del mismo. Por lo tanto, tenemos alrededor de 30.000 ó 40.000 pequeños 
deudores de tarjetas de crédito que deben U$S 200, U$S 300 o U$S 400. Ese es el perfil de la gran 
mayoría de los deudores generados por una política absolutamente absurda en materia de desarrollo 
de las tarjetas de crédito o por el endeudamiento personal contraído a fines de los noventa y al 
principios del dos mil. 


Por otra parte, se encuentran los clientes minoristas, es decir, pequeños empresarios que 
están operando como personas y que, en general, no tienen garantías hipotecarias ni prendarias, sino 
personales, de fiador solidario. 


Repito, la política para resolver estos 64.000 casos, es llamarlos uno a uno y decirles que 
cancelan con el 50% y no les cobramos intereses. En definitiva, considero que estamos logrando -por 
la magnitud del problema- una solución alentadora, siendo el sector donde más hemos encontrado 
respuesta. En última instancia, es algo que está sucediendo a nuestro favor. 


El señor Legislador Da Rosa realizó una pregunta sobre el perfil de los que no se presentaron. 
Lo cierto es que es muy importante saber cómo se llega a este nivel de deuda; no es que provenga 
sólo de la crisis de 2002, ni de la difícil situación que atravesó el país por la caída de los precios 
agropecuarios, ni por la crisis del Brasil, sino que tiene que ver con los morosos estructurales del 
Banco de la República. O sea que hay morosos de los años setenta y ochenta, a los que luego se 
incorporaron los deudores morosos de fines de los noventa y principios del dos mil. Es decir que la 
constitución del fideicomiso financiero por parte del Banco, puede ser considerado una especie de 
stock de deudores con atrasos históricos y recientes. 


Entonces, cuando uno habla de los que se presentaron a las pautas y de que falta un 25%, 
este porcentaje está muchas veces concentrado en deudores que ni siquiera existen más como 
empresas; sencillamente quedó una deuda histórica y está radicada en algún fideicomiso, pero en 
ningún sentido puede considerarse que se trata de alguien que tuvo una deuda hasta 2002 ó 2003. 
Muchos de esos deudores dejaron de serlo en los años ochenta; lo que sucedió fue que con la crisis de 
1982 dejaron de ser empresarios, pero la deuda se mantuvo y ahora está radicada en el fideicomiso. 


Por lo tanto, entendemos que esos deudores que no se presentaron a las pautas, y en 
general son los que no tienen ninguna posibilidad, capacidad o interés de entrar en una negociación 
porque no pueden enfrentar su endeudamiento. 


En cuanto al perfil de los regularizados, debo decir que es bastante difícil de saber y 
realmente no tengo una impresión de cuál es. 


En lo relativo a los minoristas, estamos realizando un trabajo muy importante para regularizar 
el 92% de los casos que faltan. Asimismo quiero destacar que si bien la preocupación está en este 
terreno, además de abocamos a resolver el problema de esos 64.000 deudores, también atendemos 
un endeudamiento que no está vigente -es decir, que no forma parte de la morosidad a la que aquí se 
alude- y que es el de los trabajadores. Esto lo vivimos en el propio Banco de la República, donde una 
tercera parte de los funcionarios no cobraban el sueldo, fenómeno que también padecen prácticamente 
todas las empresas de significación de este país, donde gran parte de sus funcionarios están 
endeudados al extremo de que no tienen ingresos para sobrevivir. 


En ese sentido, encaramos un plan en el Banco de la República para resolver el problema de 
los funcionarios, con pautas muy similares a las de este endeudamiento, pero en la institución son 
miles los que están con este problema. Parece increíble pero es así: no tienen ningún ingreso y, a su 
vez, manejan muchísimo dinero. Entonces, no creíamos adecuado obviar este problema y lo atacamos, 
resolviendo la situación de endeudamiento de los funcionarios del Banco de la República. 


Por otra parte, acabamos de firmar un acuerdo con la Intendencia Municipal de Montevideo, 
justamente tendiente a resolver el problema del endeudamiento de los funcionarios municipales. 


Siempre se trabaja con los mismos temas porque no se trata de endeudamientos con las 
instituciones, sino con agentes financieros no bancarios. Las tasas son impresionantes y es increíble 
que se cobre en las condiciones de tasa de deuda. Por lo tanto, básicamente se sale a negociar esa 
deuda para que el empleado vea una reducción grande de su capital, ya que de otra manera no puede 
salir adelante. 


Por lo tanto, en el Banco de la República creamos una Comisión de Endeudamiento que 
atiende la negociación con los acreedores de los funcionarios justamente para que el Banco, como 
estructura, pudiera negociar en condiciones ventajosas para reducir la deuda de los funcionarios. Lo 
mismo hicimos con la Intendencia Municipal de Montevideo, que va a crear un grupo de trabajo para 
salir a negociar la deuda de los funcionarios, con la UTE, que está haciendo lo propio en el mismo 
sentido, y con distintos organismos. 


En definitiva, no se trata sólo de resolver el problema de estos 64.000 deudores con el Banco 
de la República, sino de muchísimos más, porque el tema del endeudamiento es grave en todos los 
niveles sociales, pero más aún en las personas. Es así que estamos trabajando en varios niveles y no 
tenemos capacidad operativa para resolver ese problema, porque no podemos destinar una cantidad 
muy grande de funcionarios a esa actividad; por ese motivo, pedimos apoyo a las distintas instituciones 
para resolver el tema del endeudamiento. 


El señor Senador Saravia me preguntó sobre la temática de los clientes y quiero decir que en 
verdad entiendo su planteo y lo comparto. En el sector agropecuario, hablamos de más de 50.000 
productores; la cantidad de deudores de este sector es de 3.678. Sucede que una parte muy 
importante de pequeños productores agropecuarios figuran, en lo que se define bancariamente, como 
minoristas. 


En este punto hay que hacer un pequeño comentario. Hasta el año 2004 el Banco tenía un 
Departamento Minorista, independiente del Departamento Agropecuario. Además, tenía un 
Departamento de Empresas, uno de Personas y otro Minorista que era donde se trataban los pequeños 
créditos para pequeñas actividades comerciales. Ese Departamento se disolvió en el año 2005 y cada 
uno de los clientes se derivó al sector de actividad al que pertenecían: los minoristas agropecuarios 
pasaron al Departamento Agropecuario, los minoristas de empresas al Departamento de Empresas y 
los minoristas personas al Departamento de Personas. Sin embargo, la información estadística no ha 
sido corregida. Por lo tanto, es posible que muchos pequeños productores del sector agropecuario 
estén considerados dentro de la categoría minorista, y lo único que hoy no podemos hacer es 
identificar a qué categoría responden. 


Lo que sí es cierto es que son pequeños y muy pequeños deudores del sector agropecuario. 
En general, la deuda del sector agropecuario está concentrada en estos 3.678 que ya mencioné. 


Nuestra expectativa para el Ejercicio 2006 es completar el tratamiento de todos los deudores 
que tuvieran solicitudes presentadas, y pensamos que en este año 2006 vamos a poder negociar con 
la totalidad de ellos. Este es el objetivo del fideicomiso, porque en el Banco es muy pequeña la 
cantidad de deudores. Para eso estamos reestructurando el fideicomiso e incorporando y definiendo 
nuevas políticas de trabajo con planes concretos. En el primer trimestre -me refiero, sobre todo, al 
fideicomiso 1- percibimos que el proceso de recuperación era muy lento. 


Como los señores Senadores ya lo saben, hay tres fideicomisos financieros: el fideicomiso 1 
está siendo atendido por República AFISA, pero los fideicomisos 2 y 3 no, porque República AFISA no 
está en condiciones de atenderlos hasta finalizado 2006. Por lo tanto, decidimos que, hasta tanto 
República AFISA no pueda atender al fideicomiso, la recuperación de esos créditos va a ser 
administrada por el Banco de la República. Esa decisión se tomó a comienzos de 2005 y fue muy 
exitosa en la medida en que, por ejemplo, el fideicomiso 2 canceló, totalmente, los certificados que 
había emitido. Es así que, todo lo que se recaude del fideicomiso 2, va a ser por encima de los 
certificados emitidos. El fideicomiso 3 tiene una recuperación, hasta hoy, bastante superior a lo que son 
los certificados emitidos; o sea que esa decisión fue buena. 


Hemos recibido algunas quejas con respecto a la agilidad o eficiencia en la recuperación de 
las deudas en el fideicomiso 1 y, por otro lado, hemos recibido algunos comentarios favorables con 


relación a la deuda negociada en los fideicomisos 2 y 3. Es por eso que, a partir del mes de abril, que 
es cuando se evalúa el desempeño del mes de marzo, hemos hecho cambios radicales en el 
funcionamiento del fideicomiso. 


Me preguntaron si el 14% es exitoso. Con respecto a ello vuelvo a decir que ahí es donde 
hay que separar los créditos empresariales y agropecuarios de lo que son los créditos personales; los 
estamos tratando paralelamente. Si faltan deudores agropecuarios acá se van a hacer los comentarios. 


Me preguntaron si los que deben más de U$S 15.000 tienen beneficios hasta este monto. Eso 
no lo estamos aplicando así; U$S 15.000 es una barrera. Eso no quiere decir que un productor que 
deba U$S 20.000, no encuentre una solución mejor que la de los medianos. Si efectivamente 
demuestra que no tiene capacidad de pago y no llega, se lo trata especialmente a través de las pautas 
y comités especiales para resolver casos con dificultades. 


Los señores Legisladores Alfie y González Álvarez consultaban sobre el tema de las tasas de 
interés. Al respecto, creo que la pauta la dio el señor Legislador Alfie al final, al indicar la estructura de 
captación. No creo que el Banco pague bajas tasas de interés; lo que ocurre es que el depositante 
prefiere opciones a la vista, que no remuneran; pero las opciones de plazo son a tasas razonables, del 
2% y del 3% anual, tasas promedio históricas. Lo que sí está sucediendo es que el Banco tiene 
aproximadamente U$S 2.000:000.000 -porcentaje de casi el 50% de su captación- en depósitos a la 
vista, y éstos no pagan interés. Eso no quiere decir que si se vuelcan a plazo, los depósitos no 
remuneren, sino que el depositante los prefiere a la vista, seguramente por alguna consecuencia 
derivada de la crisis del año 2002. Por lo tanto, no me parece que el subsidio sea del depositante, sino 
que éste prefiere la liquidez a la rentabilidad; pero es su decisión, no un castigo del Banco. 


El señor Legislador Alfie me preguntaba sobre el universo de deudores. Efectivamente, 
cuando se hacía mención al universo, se hablaba de la totalidad de los deudores, tanto del Banco de la 
República como de CARA AFISA. En el único momento en que hice mención solamente a los depósitos 
del Banco de la República, fue respecto de la información solicitada al Banco Central, porque éste 
informa exclusivamente los deudores del Banco, de modo tal que no ha de tener una información 
detallada acerca de aquellos que provienen de las distintas fiduciarias. En fin, cuando se habla de 
universo, se está aludiendo a todos los fideicomisos. 


Con respecto a los montos, creí haberlos dado ya. Estamos hablando de que las solicitudes 
amparadas tienen montos de U$S 321:000.000. Son U$S 155:000.000 del sector agropecuario, U$S 
140:000.000 de empresas y U$S 26:000.000 del sector Personas y Minoristas. Uno puede decir que 
son U$S 321:000.000 en más de U$S 1.000:000.000; pero vuelvo a insistir con el concepto 
fundamental de que este universo del que estamos hablando es el de deudores con atraso históricos. 
Recuerdo -porque me tocó verlas- deudas, por varios millones de dólares, de los años setenta, 
radicadas ahora en los fideicomisos. Se trata de deudas de empresas que ya no existen más y que 
están en liquidación, pero que fueron transferidas al fideicomiso, que implican un monto de capital muy 
importante y respecto de las cuales nunca vamos a recibir, obviamente, siquiera una propuesta de 
refinanciación. Entonces, es muy importante trabajar, fundamentalmente, con aquellos deudores que 
se presentaron a las pautas, porque ello indica que tienen alguna voluntad de negociar para resolver su 
problema de endeudamiento, al contrario de los otros deudores a los que, en la jerga bancaria, 
llamamos “cáscaras sin contenido”, sin garantías y sin gestión. 


Creo que he dado respuesta a todas las preguntas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sin ánimo de limitar el uso de la palabra a los señores Legisladores, la Mesa 
da cuenta de que está prevista una importante reunión de la Comisión de Hacienda. Podemos 
continuar trabajando, pero algunos señores Legisladores se tendrán que ausentar en mérito a ello. 


SEÑOR GONZALEZ ALVAREZ.- Habíamos hecho un comentario acerca de 42 resoluciones 
administrativas, que, en diez años, habían fracasado. De pronto, es mejor una ley. 


Por otra parte -para mí, esto es lo más importante- el señor Presidente del Banco de la 
República dijo que ésta debe ser la última solución y que lo que ayuda a resolver el problema es que la 
gente tenga una certeza. Sin embargo, dentro del propio Gobierno, el Ministro de Ganadería, 
Agricultura y Pesca está diciendo que va a haber otra solución que, probablemente, va a ser mucho 
mejor que ésta, que prevé una quita de dos tercios y tasas de interés del 3%; en fin, todo lo que ha 
trascendido en la prensa. 


Por consiguiente, quisiera escuchar la opinión del señor Presidente del Banco ante esas 
manifestaciones que el propio Gobierno hace. 


SEÑOR CALLOIA.- Es muy interesante la pregunta, porque el señor Legislador compara estas 42 
resoluciones de refinanciación que no tuvieron éxito -porque en última instancia estamos tratando 
nuevamente una situación de refinanciación- con la posibilidad de una ley. Lo cierto es que no hay 
ninguna razón para que una ley sea distinta, desde el punto de vista operativo, de una circular. Diría 
más: una ley ata las resoluciones de los problemas en forma estricta, mientras que una resolución del 
Banco de la República es mucho más flexible y no ata a nadie. Si el Directorio adopta una resolución, 
también puede resolver una excepción; sin embargo, si una ley establece una mecánica, el Directorio 
no la puede cambiar. Entonces, las leyes, en general, son mucho más estrictas que las resoluciones y, 
por lo tanto -salvo que una ley contenga elementos que no figuran en la resolución; pero no estamos 
discutiendo eso sino una resolución administrativa- no hay ninguna razón para pensar que una ley 
resuelve el problema; es más, lo agrava. 


Me gustaría indicar que hay un hecho clave en todo esto y es que aquí hay muchísimo dinero 
en juego. En última instancia, la ley no habilita a una solución real a la problemática del 
endeudamiento, sino que habilita a los recursos legales. 


Tengo bastante experiencia en materia de refinanciación, porque entré al Banco de la 
República en el año 1971, cuando se estaba realizando en este país la segunda refinanciación de 
deudas, a finales del Gobierno del señor Pacheco Areco -la primera fue en el año 1965- y trabajé en 
ella y en algunas que le siguieron. A mi entender, la solución legal al problema de la deuda beneficia 
básicamente a aquellos deudores que quieren -en términos jurídicos- chicanear el no pago de sus 
deudas y lo logran, por muchos años. Por lo tanto, los grandes deudores, que pueden contratar a 
buenos abogados para chicanear el cobro de sus deudas, lo logran por décadas. Hoy todavía estamos 
intentando cobrar deudas que provienen de aquella época. 


De modo que lo que realmente hace la ley es proteger al gran deudor, porque el pequeño 
deudor no se ve protegido. En ese sentido, salvo que me digan que la resolución del Banco de la 
República debe incorporar algún elemento que no está previsto -y con todo gusto, si hay algo que 
consideremos razonable, lo incorporaremos- no hay una solución legal que mejore esto y que dé 
flexibilidad. 


También es cierto que es muy importante dar una visión de que las soluciones son genéricas y 
que se van a adoptar en el futuro inmediato. No es bueno que surjan versiones -hasta ahora 
periodísticas- de que hay propuestas cambiantes con respecto a lo mismo. Creo que ese es uno de los 
factores clave que pueden determinar un deterioro. 


Al respecto, no me ha llegado ninguna propuesta y, por lo tanto, ni siquiera puedo afirmar que 
existan. Simplemente digo, en términos genéricos, que no es bueno que se esté permanentemente 
planteando la posibilidad de que haya una nueva refinanciación porque, insisto, la refinanciación del 
Banco de la República tiene una flexibilidad tal que habilita a resolver todos los problemas, y esa es la 
virtud del Banco. Además, creamos comités, justamente para impedir que algún Gerente pueda tomar 
alguna decisión negativa; lo único que pueden decidir los Gerentes son resoluciones positivas, ya que 
las negativas suben hasta llegar al Directorio. O sea que no hay posibilidad de que algún Gerente 
resuelva planteos de manera negativa. Esa también fue otra de las medidas que adoptó el Banco para 
proteger a los deudores de alguna arbitrariedad. 


Muchas gracias, y estoy a las órdenes, como siempre. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del Presidente del Banco de la República, 
economista Fernando Calloia. 


No habiendo más asuntos a considerar, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 13 y 14 minutos) 
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